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Licsnciado Lu¡s Efrafn Guzmán Morales

Jéfe de la Unidad de Asesorla de Tesis

Facultad de Ciancias Jufdicas Y Socialog

Unive6¡dad de San Carlos de Guatemala.

Respetable L¡cenciado:

l6 ! ,j ¡ itll

En cumpl¡miento de la resolución, emit¡da por la Unidád de Tesis a su cargo, con fecha

nueve de marzo del año dos mil d¡ez, en la cual se mé nombra como asesor de la

i¡vest¡gación intitutada: "ANALlsls DE LOS ELEMENTOS JURíDICOS QUE OEBEN

INFORMAR LA CREACIÓN DEL REGISTRO MUNICIPAL DE VIGILANTES

INFORMALES OE AUTOMOTORES", sustentada por el bachiller Luis Roberto

Hernández Rodriguez, ante usted me permito informar:

Tal como lo establece el Artículo 32 del Normativo para la Elaboración de Tes¡s de

Licenciatura en C¡encias Jurfdicas y Sociales y d€l Examen General Público, la

invéstigación t¡ene como contr¡bució¡, dar a conocer la problemática dérivada de la

obstaculización del espacio públ¡co por parte de los vig¡lantes informales de

automotor€s, así corno h implemeniación de un reglamenlo que perm¡te regula[ dicha

actividad; la creación de un Reg¡stro Munic¡pal para que dichas personas puedan

reg¡strarse y establecerles c¡ertos requisitos para el desempeño de su cometido, todo

esto basado en los elomentos jurídico$ del Derecho Adminlstrat¡vo.

Además, según el Artículo 32 del mismo Nomativo se puede apreciar en el presente

trabajo:

Que el coñten¡do científ¡co y técnico, la metodología y técnicas dé ¡nvestigación
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se demuestran c¡n el uso del método inductivo, deduct¡vo y documental,

especialmente la técnica de citia bibliográfica, asimbmo, la redacc¡ón está de

acuerdo al t¡po de invest¡gación.

De tal manera que la redacción util¡zada en la presente investigac¡ón reúne las

cond¡ciones exig¡das en cuanto a su claridad y precisión, para Ia fác¡l

comprensió¡ d€l lestor.

El tema de ¡nvest¡gación es de suma ¡mportanc¡a en virtud que propone

reglamentar la act¡vidad de los vigilantes informalés de automotores estacionados

en la vía pública, creando pará el efecto el registlo respect¡vo el cual estaría

adscdto a la Municipalidad de Guatemala, conlribuyendo así a contranestar los

abusos que aclualrnente se comente por parte de los v¡g¡lantes de áutornotores,

lo que se demuestra qon las conclus¡ones a que se arribó en este trabajo y las

recomendac¡ones que se mencionan.

Se establéció el uso de bibliograla adecuadá, tanto doctrinada como legislativa.

t.

tv.

En v¡rtud que el trábajo cumple saüsfactor¡amente mn los requis¡tos establecidos en el

Artículo 32 del Normativo para la Elaboración de Tesis de L¡cenciatura en C¡enc¡as

Jurídicas y Sociales y del Examen General Público, considero procedente em¡tir

dietamen iavorable para que se nombre revisor y en su oportunidad se ordene la

impresión y examen público de tesis.

Sin otro particular deferentemente,

Licenciada Kalidasa Ramfrez Hernández

Col€iado 6,853

B¡Iür¡ ts,trd¡¡ B¡ñ¡n¡ g$r¡d¿

Í!i¡q6¡o p }lotdrío
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Licenciado Guzmá¡r Morales:

En cumplimiento a la resolución emitida por la Unidad de Asesoría de Tesis de fecha
dieciocho de mayo de dos mil doce, en la cual se me nombró cono revisor de tesis del
bachillcr LUIS ROBERTO HERNÁNDEZ RODRIGUEZ, quien se identfica con el carné
núnero 200119385 sob¡e el tema intitulado: "ANALISIS DE LOS ELEMENTOS
JURÍDICOS QUE DEBEN INFORMAR LA CREACIÓN DEL REGISTRO MUNICIPAL
DE VIGILANTES INFORMALES DE AUTOMOTORES", me pernito exponer los
siguientes aspectos:

El tema objeto dc cstudio por pafte del sustentante, se adecúa a las no¡mas
reglanenta¡ias exigidas por la lacultad de Ciencias Juridicas y Sociales, ya que al
rccomendarle las cor¡ecciones pertinentes, éstas fucron atcndidas con exactitud,
consultando a profesionales y análisis cn rclación al tema; y en base, al Artículo 32 del
No¡mativo para la Elaboración dc Tesis de Licenciatura en Ciencias Jurídicas y Socialcs y
del Examen General Público.

El resultado obtenido en el trabajo por pa¡te del autor, es producto de la aplicación
de los métodos deductivo e inductivo, al haber desarrollado algunas áreas del trabajo,
partiendo cle casos particulares, para conclu con iesultados cle carácter general, y parhó
de Io general hacia lo particular, asimismo se baso en el método analítico, a través de éste
investigó y l1egó a la conclusión de que en la pr'áctica, el pla¡teamiento dc esta ligura
jurídica es necesada dentro del De¡echo Nacional, especficamente el Administrativo; y
finalmente el sintético ya que con base a éste, especificó los fundamentos qu€ 10 hacen
arribal a las conclusiones dc la investigación desarrollada.

Qüe el contenido científico y técnico de la tesis, es e1 indicado ya que abarcó y se

profundizó todo lo relacionado al tema lo que se ve reflejaclo en la secuencia que le asignó
al desarollo de toda la temática; las Lécnicas de i¡vestigación utilizadas son las
convenientes, así como la rcdacción es la adecuada; y en cuanto a las conclusiones y

Aveniúu ReÍomt 8-60 z.oni e edificio (; ei$ ReJomt toffe I rexk' nivet of. 604.

G U,lT E M.1L.1. G UATE MA LA.
TELSj 2361-3124 tj 25
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fecomendacionet son conguentes al contenido del tema por e1 añálisis jurldico de la
investigació¡ realizada, por e1 bachiller, adenás 1a br:büo$aÍa es la ¡ecomendada y
adecuada asl como sus opiniones ¡rersonales.

Por 10 que se puede establecer que e1 trabaio de investigación se efectuó apegado a

la asesorÍa prestad4 habiéndose apreciado el cumplimiento de las modificaciones
realizadas tanto de fondo como de forma por el bachiller, 6e$1n lo $tablecido en el
A¡úcu¡o 32 del Normativo pa¡a la Elabonción de Tesis de Licenciatwa en Ciencias

Juddicas y Sociales y del Examen Geneial Prlblico.

Po¡ 1o a¡tedor indicado, al hab€rse lienado todos los ¡equisitos de caráctet leg¿
tésrico y profesional exigido6 por esa Unidad Académic4 me pe¡mito emitir DICTAMEN
FAVORABLE en el t¡abaio de tesí6 del bachille¡ LUIS ROBERTO HERNÁNDEZ
RODRIGUEZ, iNtifulAdo: "ANÁLISIS DE LOS ELEMENTOS JURfDICOS QUE DEBEN
INFORMAR LA CREACIÓN DEL REGISTRO MUNICIPAL DÉ VIGTLANTES
INFORMALES DE AUTOMOTORÉS", coneidelando que el pre$ente tlabaio de tesis
puede ser sometido para que pueda se¡vir de base al Exa¡¡¡e¡r P{rblico del auto¡.

Defe¡entemente,

i,io l;k¡g¡ ¡rhia€l Ptarr:in ArM.n
.qo$ñaüo Y ticra;lo

Arenída Mons 8-60.rru 9 edifcío eddl¿s R{ont{ totr¿ I súo ü¡t'd 0Í. 601
GAATEMA]Á, GAATEMAL4

'IELS] 2361-3124 r 25
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DECANATO DE LA FACULTAD DE C¡ENCIAS JURÍDICAS Y SOCIALES. GUATCMAIA, 06 dE
noviembre de 2012.

Con vista en los d¡ctámenes que anteceden, se avloliza la impresión del trabajo de tesis dei

EStUdiANiE LUIS ROBERTO HERNÁNDEZ RODRIGUEZ titUIAdO 'ANÁLiSIS DE LOS

ELEMENTOS JURíDICOS OUE DEBEN INFORIVAR LA CREAC|ÓN OEL REGISTRO

[TUNICIPAL DE VIcILANTES INFORI\,IALES DE AUTOMOTORES". Articulos: 31, 33 y 34 del

Normativo para la Elaboracióh de Tesis de Licenciatura en Cienc¡as Jurld¡cas y Sociales y del

Examen General P¡lblico
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Dora Marroquín, todo mi amor y
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A continuación se presenta al lector Ia investigación realizada en el municipio de

Guatemala, departamento de Guatemala, acerca de la problemática ex¡stenle por el uso

indebido del espacio público municipal, ya que durante los últimos años en la ciudad de

Guatemala, se ha experimentado la problemática de los cuidacarros; se trata de

personas que se ubican en las vías públicas, en las que los usuarios de ellas, dejan sus

automolores estacionados, y a los que aqueltos ofrecen cuidar dichos vehículos,

muchas veces de forma extors¡va por un monto fijo, que el cu¡da carros establece por

adelanlado. Así, estas personas se ubican en la vía pública, adquieren un derecho

informal sobre ella, establecen unilateralmente una tarifa por hora, día o semana, por el

cuidado delvehículo.

La presente ¡nvestigación se basó en la hipótesis que: Los habitantes de la c¡udad de

Guatemala, así como todas aquellas personas que hacen uso del espacio público

munic¡pal para estacionar sus vehículos, se encuenlran desprovistos de proiección, en

virtud que no existe ningún ordenamiento legal que regule lo relativo a los cuida carros.

En este trabajo se analizó los elementos jurídicos que deben informar la creac¡ón del

registro municipal de v¡gilanles informales de automotores, el cual se abordó desde el

punto de vista del derecho administrativo, ya que es en esta rama del derecho en la que

se suslenlan la mayor parte de teorías y principios de la administrac¡ón pública y que

sirve de base tanto para el anál¡s¡s de d¡chos principios como para desarrollar

adecuadamente sus elemenlos.

El objetivo primordial de esta investigación fue hacer énfasis en la problemática

derivada de la falla de control por parte de las autoridades municipales y en virtud de

existir ausencia de un cuerpo legal que regule dicha situac¡ón, surge la necesidad de

crear un reg¡slro municipal de vigilantes ¡nformales de automotores, con elf¡n que las
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personas interesadas en cuidar los automolores estac¡onados en la vía pública,

deben cumpl¡r previamente los requisitos exigidos por las autoridades mun¡c¡pales. La

administración pública municipal, para cumplir sus fines se vale de la potestad otorgada

por la ley, tales como la competencia y la aulonomía adminislrativa, teniendo a su

disposic¡ón a las personas Jísicas que le ayuden a obtener los medios económicos, para

contribuir al ordenamienlo territor¡al.

En el presenle trabajo se abordaron temas de suma importancia para comprender el

objetivo pr¡nc¡pal de esta investigación: en el capítulo l, se analizó los principios

reg¡strales, así como los sistemas y clases de registro existentes; el capítulo ll,

comprende lo re¡ativo al derecho adminislrativo, naturaleza, principios, procedimientos y

actos administrativos; en el capítulo lll, estudié el tema de los serv¡cios públicos y la

competencia adm¡nistratlva; en el capítulo lV, se abordó la organ¡zación municipal; el

capítulo V, comprende los elementos jurÍdicos que deben informar la creación del

registro municipal de vigilantes de automotores estacionados en la vía pública.

En el presenle fabajo se apticó la técnica de cita bibliográfica y la observación, así

como los métodos deductivo e induct¡vo, al haber desarrollado algunas áreas del

trabajo, partiendo de casos particulares, para concluir con resullados de carácler

general, y partió de Io general hacia lo particular, asimismo me basé en el método

analítico, a través de éste investigué y llegué a la conclus¡ón de que en la práctica, el

problema planteado está desprovisto de control por parte de las autoridades, por lo cual

los v¡gilantes de automotores establecen unilateralmenle el precio por el derecho a

eslacionar los vehículos en la vía públ¡ca; a la vez la Municipalidad de Guatemala se ha

moslrado incapaz de resolver dicha problemática.

En espera de poder hacer llegar al lector un trabajo de investigación acerca de la

problemática ex¡stente por el uso del espacio público munic¡pal, en el que se plasman

criterios vertidcs por el autor, con la idea de quien lo consulte pueda aunar sus propias

conclusiones.
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l. Los princ¡p¡os reg¡strales

Como en toda construcción científica, en esta materia ha habido un amplio debate en el

que todo ha sido obieto de controversia:

a) Lo que debe enlenderse por principios.

b) Cuáles son los principios que deben formularse, su denominación correcta y exacto

concepto.

Según Luces Gil, Francisco. "Lá opinión que parece predominar en la doctrina,

podemos decir que los princ¡pios regislrales, son aquellas ideas fundamentales o

directrices básicas en las que se inspira la ordenación registral, extraídos por vía de

síntes¡s a través de suces¡vas abstracc¡ones, de las normas particulares que la

integran".l

1.1. Defin¡c¡ón de princ¡p¡o

Para Cabanellas, Guillermo, principio es: "Primer instante del ser, de la existencia a la

vida, Razón, fundamento, origen, causa primera. Fundamento o rudimentos de una

ciencia o arte. l\¡áxima, norma, guía".2

'Luces Gil, Francisco. Derecho reg¡stral c¡v¡|. Pág. 16

'?Cabanellas, Guillermo. D¡cc¡onar¡o de derecho usual- Páq. 381.



Un princip¡o es un lineamiento

jurídica a un caso concrelo; sin los principios sería imposible entender cualquier

de acuerdo a la rama del derecho que se aplique pudeordenamiento jurídico existente;

varias los principios apl¡cables.

1.2. Los principios registrales en general

Dentro de los principios registrales aplicables a todos los registros tenemos los

siguientes:

1.2.1 Pr¡nc¡p¡o de publicidad

La publicidad del registro significa que todas las personas que lo sol¡citen s¡n necesidad

de demostrar un interés jurídico, tienen derecho a consultar los asientos que obren en

los folios y los documentos archivados que se relacionen con las inscripciones, y

además, tienen derecho a obtener copias certificadas de las inscr¡pc¡ones, o de las

constancias que figuren en los folios, y a obtener certificaciones de existir o no asientos

relativos de los bienes que se señalen; y correlativos a eslos derechos, existe la

obligación de los encargados del Registro a permitir las consullas y a exped¡r las cop¡as

y cerl¡ficados que se le soliciten.

Más que un principio, la publicidad es uno de los objetivos bás¡cos de la inscripción; la

exhibición de los as¡entos constituye la publ¡cidad material del registro y la publicidad

formal es la que emana de cert¡ficaciones, informes o copias aulenticadas. Según este

principio es la forma como se da a conocer la información que obra dentro de un

reqistro determinado a toda la población que desee consultarlo.
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Históricamente surge primero el oficio de hipotecas, viejas contadurias donde s}Q/
anotaba el derecho real; esta es la razón por la cual al derecho registral se le sigue

conociendo en algunas legislaciones como derecho h¡potecario. Hoy en día con lo

enenso que se ha tornado loda la administración pública y en virtud de la

modernización del Estado y con elfin de mantener el control sobre toda la población se

han creado diversos registros cada uno sustentados sobre necesidades y propósitos de

distinta naturaleza, pero que al final no son más que estrategias implementadas por el

estado a fin de mantener el conlrol poblacional derivado de su poder soberano.

l-2.2 Pr¡ncipio de oficialidad

En virtud del principio de oficialidad propio de la administración pÚblica, incumbe a la

autoridad admin¡slrat¡va dirigir el procedimiento y ordenar la práct¡ca de cuanto sea

conven¡ente para él; "el procedimiento debe ser ¡mpulsado de oficio en todos sus

trámites. La administración tiene la obligación y responsabilidad de dirigir el

procedimiento, ordenando que se practique todas las diligencias necesarias para diclar

!a resolución. Es responsabilidad de tramitar el procedimienlo a los titulares del órgano

y el personal que esté a su cargo".3

1.2.3 Principio de ¡nscr¡pc¡ón

Por inscripc¡ón se entiende todo asiento hecho en el Registro Público. También

significa el aclo m¡smo de ¡nscribir. Los derechos nac¡dos extra registralmente, al

inscribirse, adquieren mayor firmeza y protección, por la presunc!ón de exactitud de que

son investidos por la fuerza probatoria que el regislro les da.

3 httpr//es.wikipedia.org/wiki/Proceclimienlo admin sÍativo#Principio de ofcialidad
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La inscripción es el elemento básico que da fuerza formal al registro, que se encuenlra

ínt¡mamente ligado con la publicidad, sin la inscr¡pción, sería imposib¡e hablar de

publ¡cidad y por lo tanto a partir que determinada situación se ha hecho constar en el

registro respectivo, es susceptible de una posterior certificación.

1.2.4 Princ¡pio de especialidad

Se le ha llamado también princ¡pio de determinación, porque la publicidad registral

exige determ¡nar con prec¡sión el bien objeto de los derechos. Quizás esa designación

sería más correcta que la que se usa de especialidad, que nació como oposición o

reacción contra la generalidad de las hipolecas.

1.2.5 Princ¡p¡o de legal¡dad

Según esle principio la acluación del órgano administrativo se basa estrictamente a lo

que eslablece la ley, por lo que queda limitada la discrecional¡dad y el funcionario

puede hacer solo lo que la ley le permite y obliga, si se excede de sus facultades

estaría incurriendo en abuso de autoridad, en este sentido el funcionario público no

puede basar su actuar en el principio que establece que toda persona puede hacer lo

que la ley no le prohíbe, yaque precisamente por ser funcionario públ¡co, a éste solo le

es permitido hacer lo que la ley expresamente le faculta.

Con relación a los tÍtulos inscribibles en los registros, su inscripción o anolación

preventiva, sin excepción, debe estar sometido a una previa calificac¡ón registral, a fin

de que en los asientos correspondientes solamente tenga acceso los lítulos válidos y

perfectos, o sea solo los que de conformidad con la ley llenen los requisitos
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correspond¡entes. En rigor la legalidad, si bien es c¡efto es un principio autónomo

considerado en sí mismo, es también la suma de las legalidades correspondientes a

olros principios propios del derecho administrativo, pues cada uno debe tener su propia

cuota de legalidad, el estudio de la legalidad debe ser más analít¡co en los registros

constitutivos que en los declaralivos y más todavía en los convalidantes que en los que

no lo son, salvo que declinen su función cautelar.

Calif¡cación regislral, es el análisis minucioso y exhaustivo que debe realizar el

registrador respecto a la licitud del acto, contrato, resolución judicial o administrativa,

teniendo en cuenta las normas legales vigentes y los antecedentes que obran en los

registros públicos, que son los as¡entos pre-exisientes.

La calif¡cación de acuerdo al principio de legalidad, consiste en un juicio de valor, no

para declarar un derecho dudoso, sino para incorporar o no al registro una nueva

situación jurídico registral.

1.2.6 Pr¡ncipio de segur¡dad iuridica

Debemos de considerar que ese sentimiento de seguridad frente a las posibles

contingencias que se presentan en sociedad, por la naluraleza misma de las

características de cualquier sociedad, debe ser procurada por el ente rector de las

relaciones que dentro de ese marco de colectividad pueden llegar a darse.

El Estado, como ente rector de las relaciones en sociedad, no sólo establece los

lineamientos y normas a seguir, sino que en un sentido más amplio tiene la obligac¡ón

de establecer seguridad jurídica al ejercer su poder de imperio.
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La seguridad jurídica es la garantía dada al ind¡viduo de que su persona, sus bienes y

sus derechos no serán objeto de ataques violenlos o que, si éstos llegarán a produc¡rse,

le serán asegurados por la soc¡edad, protección y reparación.

Dicho en otras palabras, la seguridad jurídica es la certeza que tiene el individuo de que

su situación juríd¡ca no será modificada más que por proced¡mientos regulares,

establec¡dos previamente.

El hombre posee una serie de derechos que Ie han sido reconocidos por el Estado

desde el nacimiento de esta f¡gura de organización social. La finalidad úllima del Estado

es asegurar los medios para que las personas que habitan dentro de su terrilor¡o gocen

de la estabil¡dad y la seguridad de que sus facultades, posesiones y su persona, no

podrán ser violentados sino por procedimientos regulares, establecidos dentro de un

sistema de derecho positivo vigente, general, heterónomo y equitat¡vo.

La seguridad jurídica es uno de los bienes más preciados que el Estado garantiza. En

alguna medida, una de las principales justificaciones de la existencia del Estado ha sido

precisamente que, med¡ante el monopolio de la violencia, asegura la ex¡stencia de la

soc¡edad y la paz interior. No sólo esto, sino que la observancia general de las normas

jurídicas y mandatos de autoridad permiten que los ind¡viduos se muevan dentro de un

marco legal con igual libertad y autonomía y que realicen sus planes de vida. De ahí la

pretensión de obligatoriedad inexorable que caracteriza a un ordenamiento juríd¡co.

"La seguridad jurídica es, en el fondo, la garantía dada al individuo por el Estado de

modo que su persona, sus bienes y sus derechos no serán violentados o que, si esto

últ¡mo llegara a producirse, Ie serán asegurados por la soc¡edad, la protección y

reparación de los m¡smos. En resumen, la seguridad jurídica es la certeza del derecho
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que t¡ene el indiv¡duo de modo

por procedimientos regulares y

publicados."a

que su situación jurídica no será modificada más que

conductos legales establecidos, prev¡a y debidamente

1.2.7. Pr¡ncipio de fe pública registral

Es la invesl¡dura otorqada por el estado a ciertos funcionarios o empleados públicos, a

fin de que los documentos expedidos por ellos tengan la presunción de veracidad,

constituyendo así una garantía para que las personas que obtengan en un momento

dado una certificación, puedan hacer valer los derechos allí ¡ncorporados frente a

terceros.

La fe públ¡ca adm¡nistrativa, puede derivar en fe pública registral, ya que los

documentos o cert¡ficaciones expedidas por el registro, revisten autenticidad y eficacia,

sa¡vo prueba en contrario.

Los principios registrales enumerados anteriormente son algunos que sirven de base al

derecho reg¡stral, aunque varían dependiendo que autor los cite. Debido a que el

derecho reg¡stral aún en muchas leg¡slaciones y principalmente en la nuestra forma

parte del Derecho civ¡|, por Io que no ha alcanzado su autonomÍa, pero a manera de

incluir otros principios registrales considero conveniente c¡tar a Cornejo, Américo Atilio,

que además !ncluye los sigu¡entes principios registrales: "principio de rogación y

princip¡o de tracto sucesivo".s

4 httpi//es.wikipedia.org/wiki/SeguridadjurT"C3%ADdica
'Cornejo, Américo Atilio. Derecho registral, Páq. 75,109 y 125
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1.2.8. Principio de rogación

Según este princ¡pio loda situación que sea susceptible de registro debe hacerse a

petición de parte, sin que para ello el reg¡stro actúe de ofic¡o, específicamente dentro

de la admin¡sfación pública, le compete al órgano administral¡vo determinar las

directrices que los particulares deben cumplir para consignar determinada información

dentro de un regislro determinado.

De acuerdo a este principio el registro, como regla, no procede de oficio' sino en v¡rtud

de un impulso que le v¡ene del exterior, significa que la actividad del registrador no

puede ser espontánea, sino impulsada. De tal manera el registrador no puede

acomodar sus asientos a la real¡dad iurídica extrarreg¡stral por el solo hecho de haberse

enterado de modo oficioso de que la situación registral debe variar' Tampoco puede el

reg¡stro exped¡r certificac¡ones o informes que no Ie sean requer¡dos.

1.2.9. Pr¡ncipio de tracto suces¡vo

Previa inscr¡pción la necesidad sustancial de que luego de la primera adquisición de un

derecho, en las ulteriores lransm¡siones se cumpla con el tracto sucesivo, se refleja en

casi todos los sistemas de publ¡cidad registral, que suelen convertirlo en uno de los

principios básicos del s¡stema, que no br¡ndaría seguridad si se presc¡ndiese de él

En materia registral el funcionamiento del tracto nace con lo que en algunas

legislaciones se le denomina "matriculac¡ón, y figurará como primer propietario en el

registro, la persona que solicitó la incorporación del derecho, a la matrícula, acred¡tando

debidamente su titularidad. Por supuesto que ello exige probar la causa orig¡naria del
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derecho, por lo que sin duda deberá remontar los antecedentes hasta el primer

propietario extrarregistral, y acreditar también el lracto sustancial que ha conducido

desde ese pr¡mer propietario, hasta el que solicita la matrícula del derecho en el

registro.

De allí en adelante, para que se opere una transmisión de derechos la ley exige que se

reúnan dos requis¡tos, a saber:

a) Que el acto o hecho transmisivo provenga de qu¡en es l¡tular y

b) Que esa titularidad haya sido previamente inscrila.

Según Luces Gil, Franc¡sco, hace referencia a los siguientes principios registrales:

"El respeto a la inlimidad personal.

Simplif¡cación y economía de trám¡tes.

El pr¡ncipio de gratuidad y sus excepciones".6

A manera de resumen considero que los princ¡pios registrales que mejor se adaplan

para un Registro N/un¡c¡pal son los siguientes:

a) Princip¡o de inscripción.

b) Pr¡ncip¡o de publicidad.

c) Pr¡ncipio de rogac¡ón.

d) Pr¡nc¡pio de fe pública registral.

a)

b)

c)

6 Luces Gil, Francisco. Ob. Cit. Pág.20,21 y 22
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e) principio de seguridad jurídica.

0 Principio de legalidad. '

g) Principio de lracto sucesivo.

1.3 - Def¡nic¡ón de reg¡stro

En un sentido amplio, se puede afirmar que los registros son los organismos mediante

los cuales se produce la publicidad jurídica.

La ¡dea del registro lleva consigo la de publicidad material o sustantiva, base y

fundamento del registro.

1.4. La organización territorial del servic¡o público reg¡stral

Antes de estudiar la organización territorial del servicio público registral empezaremos

por anal¡zar que debe entenderse por registro.

1.5. Los reg¡stros públicos

Son todas aquellas instituciones estatales o municipales legalmente const¡tuidas, que

gozando de una normativa legal, les perm¡te ejercer sus funciones, llevando

principalmente datos generales y específicos de personas, bienes u otros que regule la

ley, siendo los datos que se reg¡slran información f¡dedigna que puede ser consultada

por cualquier ciudadano.
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Dentro de los Registros Públicos más comunes podemos menc¡onar:

a) El Registro Nacional de Personas.

b) El Registro Civil.

c) El Registro General de la Propiedad

d) El Registro ¡/ercantil General de la República.

Cabe destacar que la modalidad de registros municipales aún no existe o por lo menos

con ese nombre, ya que exislen registros que en general son para toda Ia República de

Guatemala, tales como los registros públicos más comunes que ya mencionamos; pero

consideramos que basados en la autonomía municipal y la descentral¡zación es

prudente la creac¡ón de los registros que cada corporación municipal considere

convenientes a f¡n de Jortalecer la buena marcha de la administración pública municipal.

1,6, Formas de organ¡zar el servicio públ¡co reg¡stral

Doctrinariamenle se ha procurado conc¡liar dos sistemas contrapuestos de la

organ¡zación territorial del servicio público, el de la concentración y el de la dispersión

teritorial.

1.6.1. La concentrac¡ón

Supone ¡as venlajas de un menor costo del serv¡cio, y la posibilidad de encomendarlo a

un personal especializado. La desventaja de esta forma de organización es que los

serv¡cios públicos se vuelven menos accesibles.

f.$rrfl;:
lig *"*!C\
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1.6.2. La dispersión territorial

Esta forma en cambio plantea la ventaja de aproximar las oficinas reg¡strales a los

usuarios.

En el caso del municipio de Guatemala ha adoptado el s¡siema de la dispersión, ya que

ha creado la modalidad de las "min¡ muni"; a través de las cuales ha delegado la función

municipal a otros seclores de la c¡udad; ya que hoy en día con el avance de las

comunicaciones, los registros están enlazados por redes, por lo que los usuarios

pueden acudir a cualqu¡er dependencia de la municipalidad a fin de rea¡izar las

gestiones pert¡nentes; mientras que en el sistema de concentración de los serv¡cios

públicos municipales, como se mencionó, se tiene la desventaja que forzosamente se

l¡ene que acudir a la única sede existente.

1.7. S¡stemas de registro

Son formas que sirven para determ¡nar la clase de registro que ha de eslablecerse para

llevar a cabo una actividad determinada, en virtud que dependiendo de lo que se

pretenda regisirar asíserá el sistema a utilizar.

1.7.1. Sistema d¡fuso

Este sistema es descentralizado por regiones y consiste en establecer reg¡stros en

todas las jurisd¡cciones en donde existen auloridades locales, bajo la guarda y custodia

de secretarios de los ayuntamientos o municipalidades; cuyo funcionamiento esta
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encargado a las municipalidades bajo la supervisión departamental de conformidad

lo establecido en la ley.

Este s¡stema es s¡milar al adoptado por Guatemala para el caso del Registro Nacional

de las Personas (RENAP), ya que en cada mun¡c¡pio del territorio nacional existe una

sede de dicho registro, lo que evidentemenle facilita el acceso a toda la población y aún

mejor la novedad que para ciertos servicios como por ejemplo, certificaciones de

partidas de nacimiento, se pueden sol¡c¡tar en alguna sede del RENAP de la ciudad

cap¡tal, cuando la inscr¡pción originalmente fue realizada en algún municipio del

departamento de Guatemala, lo que beneficia grandemente a los usuar¡os en cuanto a

la economía, ya que evita viajar hasta el lugar donde se realizó la inscr¡pc¡ón y por

supuesto el ahorro de tiempo en las gestiones.

L7.2. Sistema medio

Según esle sislema se eslablecen registros en las capilales de los distritos o cabeceras

departamentales, con jurisdicción sobre todo departamento y con supervisión a nivel

nacional.

Cabe destacar que esle s¡stema no se apl¡ca en la organización del territor¡o

gualemalteco; sin embargo lo mas cercano posible a al mismo sería la existencia del

segundo Reg¡slro General de la Propiedad de la ciudad de Quetzaltenango, al cual le

compete llevar los registros de ciertos departamentos y municipios del territorio

nacional. La desventaja de este sistema es que por lo extenso del territorio nacional y la

existencia lim¡tada de ciertos registros, como el caso de Guatemala en cuanto al

Registro Geneial de la Propiedad, provoca que las personas incurran en más gastos

para poder tener acceso a dicho registro, por el hecho mismo de tener que trasladarse.

l::t$41"h
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'1.7.3. S¡stema concentrativo

Consiste en reunir el registro en una sola oficina o institución, con varias cabezas de

distrito o cabeceras departamentales bajo la misma organ¡zación y recursos humanos;

es el caso de la repúbl¡ca de Costa Rica, pues su legislación establece que el reg¡stro

civil tendrá su sede en la capital de la república y dependerá en forma exclusiva del

Tribunal Supremo Electoral, que comprende dos departamentos, uno civil y el otro

electoral, bajo la autoridad de un director general.

1.8. Clases de registro

Los reg¡stros pueden ser de diferentes tipos o clases, según sea su naturaleza y

final¡dad, los cuales ayudan a tener información confiable, a saber está el reg¡slro

público, registro privado, registro único y registro unificado.

'1.8.1. El reg¡stro público

Este t¡po de regislro se asemeja a cualquier olro de las oficinas públicas, en donde un

funcionario debidamente aulorizado por ley o reglamento, da fe de ciertos aclos en

relación a sus atribuciones, en libros en donde hace constar los actos y hechos

fehacientes del mismo, medianle inscripciones o anotaciones.

Registro público es una institución establecida con fines de dar publicidad formal a

determinados hechos, circunstancias o derechos, que funciona bajo regulación y control

de la admin¡stración púb¡ica nacional, provincial, local o institucional, que preslan así un
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servicio en pro de la transparencia jurídica. Los registros públ¡cos se ponen en práctica

para sustituir, aunque sea formalmente, a otros medios de publicidad material de

hechos y derechos.

"Los registros públicos se suelen clasificar en dos grandes grupos, o categorías, que se

conocen cómo registros jurídicos y registros adm¡nislralivos. Los primeros (registros

jurídicos) son aquellos capaces de crear presunciones jurídicas, ya sean iuris tantum

(admiten prueba en contra) o lo sean iuris et de iure (presunciones indestructibles), Los

segundos (registros administrativos) únicamente ejercen funciones divulgativas,

cognoscitivas o de transparencia".'

1.8.2. El reg¡stro pr¡vado

Conlrario sensu del registro público, se define como la anotación más o menos

cuidadosa de una persona individual o social que carece de fe pública. El protesor

Guíllermo Cabanellas, def¡ne que "Los asientos y registros privados, solo hacen prueba

contra el que los ha anotado en lodo aquello que conste escrito con claridad, pero el

que quiera aprovecharse de ellos habrá de aceptarlos en la parte que lo perjudique".s

A manera de ejemplo podemos cilar el registro de accionistas que se lleva en una

soc¡edad anónima, en donde el interés de los datos que allí se registran es

eminentemente privado y para que las cert¡ficaciones que se exp¡dan por d¡cho registro

tengan fuerza legal, deberán ser faccionadas a través de documento hecho por notario

o funcionar¡o que esté investido de fe pública.

7 htip://es.w¡kipedia.orq/wiki/Registro p"/.C3% BAbllco
3 Cabanelas, Guillermo. Ob. c¡t. Pág. 392
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1.8.3- El registro único

Para hablar del Registro Unico, es necesario reconocer antecedentes en épocas

remotas, y así enconlramos que desde la ant¡güedad, el hombre se preocupó por dejar

constancia de acontecimientos que le eran significativos, las primeras inscripciones que

conocemos se produjeron entre los años 400 a 3,500 A. de C. Los llamados

"Sumarios".

Las primeras inscripciones de Sumarios, fueron los de Egipto y Ch¡na, pueblos que

acostumbraban realizar censos de diversos lipos, también en Babilonia hubo archivos

de documentos y catastro inmobiliario en los que se reg¡straban los datos de

enajenación de fincas por actos entre vivos, y ante los Tabulari; en provincias.

El recuento antes descrito de habitantes y valoración de sus bienes se hac¡a cada

cinco años para que fuera determinable el monto de los impuestos a recaudar y el

número de los varones aptos para el servicio militar. La declaración la hacía eliefe de la

fam¡lia bajo juramento, proporc¡onando datos personales de su esposa e hijos, la

falsedad era severamente castigada.

En el libro del evangelio de Lucas, en el capítulo ll y en los versículos del I al Vll, se

relata que Augusto César, em¡tió un decreto en que todo el mundo fuese empadronado.

Esle primer censo se hizo s¡endo Cirenio el gobernador de Siria e iban a ser

empadronados cada uno en su ciudad.

Cabe destacar que el registro ún¡co aún subsiste, tal es el caso del registro de

procesos sucesorios, reg¡slro de mandatos, etcétera.
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1.8.4. El registro un¡f¡cado

En lo que respecta al registro unif¡cado o sistema concentrativo, este consiste en

establecer reqistros en las ciudades cabezas de dislrito, capitales o cabeceras

departamentales en un solo registro. En cuanto a regislros de la propledad ¡nmueble, el

acuerdo gubernativo del 19 de junio de 1,877 üeó tres registros con sus

correspondientes zonas, con sedes en la capital, Jutiapa y Quetzaltenango.

Poster¡ormente, el 31 de mayo de 1,892 se estableció otro registro en San Marcos, con

su zona especial; el 23 de Julio del 1,892, se eslablec¡ó otro registro en Retalhuleu,

comprendiendo esle departamento y el de Suchitepéquez. Finalmente, se redujo a dos

registros, uno en la capital y el otro en Quetzaltenango.
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2. Derecho adm¡nistrativo

Es una rama del derecho público que comprende el estudio de los principios, doclrinas

y normas jurídicas que regulan, Ia función administrativa del Estado, así como las

relaciones que se dan entre la administración pública y los particulares.

2.1. Naturaleza jurídica del derecho adm¡n¡strativo

Es una rama del derecho público, porque ei interés que protege es el interés general,

siendo éste el Bien Común, lo cual se encuentra regulado en la Constitución Política de

la República de Guatemala y todo el ordenamienlo jurídico vigente que rodea a la
persona humana en forma individual que habita en nuestro paÍs y de la familia

guatemalteca y de todos sus habitantes que lorman nuestra sociedad, por lo tanto

nuestra consl¡tución política establece que el Estado se organ¡za para proteger a la

persona y a la familia y que el fin supremo del Estado es Ia realización del B¡en Común,

en esle sentido el objetivo principal del Estado es el bienestar de lodos los

guatemaltecos.

2,2. Pr¡nc¡pios del derecho administrativo

Los principios fundamentales en que se basa toda la administración públ¡ca es la

Iegalidad y juridicidad, Ios cuales le sirven a los órganos adm;nistrat¡vos de fundamento

al momento de emitir sus resoluciones.
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2.2.1. Principio

Es una directriz o lineamiento que sirve para interpretar y aplicar una norma jurídica a

un caso concreto.

a) Pr¡ncipio de ¡ur¡dicidad

Este es uno de los principios fundamentales del derecho administrativo guatemalteco,

en virtud del cual, los órganos de la adm¡nistración públ¡ca, deben actuar y resolver

conforme a la ley; pero al aplicar la ley deben tomar en cuenta: a) la ley, b) los princip¡os

generales del derecho, y c) las ¡nstituciones propias del derecho adm¡nistrativo

(doctrina).

Jorge l\4ario Cast¡llo González, establece "La juridicidad se necesita en cuanto el¡mina el

empleo de la discrecionalidad y la fuerza. Planlea la util¡zac¡ón del derecho como

método e instrumento de las actividades y decisiones admin¡sfal¡vas. Lo contrario a Ia

jur¡dicidad, es la antijuridicidad, la cual, objetivamente equivale al Estado de Hecho o

Estado de Facto. Esta clase de Estado, por su origen y por su naturaleza, no se obliga a

someterse al derecho n¡ se obliga a respetarlo.

En tanto no existió la juridicidad como pr¡ncip¡o, el vacío y la ausencia de la ley, se

aprovechó para actuar y decid¡r en forma discrecional, ul¡lizando la fuerza. La

juridicidad se justifica por la necesidad de limitar la discrecionalidad y la fuerza".e

s Castillo Conzález, Jorge [/lario. Derecho admin¡strativo. Pág. 36
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El princ¡pio de jur¡dicidad, se encuenlra regulado en la Const¡tuc¡ón Políl¡ca de la
República de Guatemala en el Artículo 221, regulando al Tr¡bunal de lo Contencioso

Adminislrativo como el contralor de la juridicidad de la administración pública, dando

atribuc¡ones para conocer en caso de contienda por actos o resoluc¡ones de la

admin¡stración y de las entidades descentralizadas y autónomas del Estado, así como

en los casos de controversias derivadas de contratos y concesiones administral¡vas.

Por su parte Ia Ley de lo Contenc¡oso Administrativo Decreto número 119-96, en el

Artículo 15 de su parte conducente establece...se dictará la resolución f¡nal, no

encontrándose limitada la autoridad a lo que, haya s¡do expresamente ¡mpugnado o

cause agravio al recurrente, sino que deberá examinar en su totalidad la juridicidad de

la resolución cuestionada.

b) Princip¡o de legalidad

Es un principio del derecho administrativo, según el cual los órganos de la

administración públ¡ca al realizar cualquier actuación o al emitir cualquier resolución,

deberán hacer única y exclusivamente lo que permita la ley, según este princip¡o se

l¡mita bastante la autonomía de la voluntad de los funcionarios y empleados públ¡cos,

evitando así la d¡screcionalidad en todos los actos y resoluciones administrat¡vas, por lo

que se debe actuar con absoluto apego a la ley.

Adolfo Merkl, citado por Jorge Mario Castillo González, "sostiene que toda actividad

administrativa del Estado, debe basarse en la ley, el ún¡co medio para establecer y

consolidar el Estado de Derecho."10

ro Castillo González, Jorqe [4ario. lbíd. Pá0. 32
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2.3. Admin¡strac¡ón pública

Por administración públ¡ca, generalmente, se entiende a la organización integrada por

un personal profesional, dotada de medios económ¡cos y materiales públicos que pone

en práctica las decisiones lomadas por el gobierno de un Estado. Se compone de lodo

lo que la hace efectiva: funcionar¡os y edificios públ¡cos, entre otros. Por su función, es

el enlace entre la ciudadanía y el poder político; sin embargo, no sólo existe

adminislrac¡ón pública en el poder ejecutivo, sino en gran parte del Estado e incluso en

entes privados que desempeñan funciones administrativas por habilitación del Estado.

Del latín ad-minislrare, que significa servir, o de ad manus lrahere que alude a la idea

de manejar o gest¡onar.

La anterior definición, encierra los elementos principales de lo que debe entenderse por

administración pública, en general; s¡n embargo en la admin¡slración pública municipal,

como una entidad autónoma y descentral¡zada existen elementos muy particulares que

las hacen inst¡tuciones dedicadas entre olras funciones, a la preslación de servicios

públicos tales como , urbanismo, recolección de basura, limpieza y barrido de calles,

servicio de agua polable, transporte urbano, drenajes colectores, mercados, etcétera. Y

por lo d¡námico de la sociedad y el desarrollo del mun¡c¡pio de Guatemala, se hace

imprescindible implementar mecanismos para la prestac¡ón de nuevos servicios, lal

como el que se plantea en el presente trabajo que es crear un Registro l\¡unicipal de

Vigilantes lnformales de Automotores.

Aunado a lo anterior, citando a Fraga, Manuel. Dice "la administración públ¡ca tiene

como fin la satisfacción de los intereses colectivos por medio de la función

admin¡strativa se real¡za fundamentalmente por el Estado."1l

11 Fraga, IVIanLrel. Derecho administrativo. Pág. 119
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Para ese objelo éste se organiza en una forma especial adecuada sin perjuicio de que

otras instituc¡ones realicen excepcionalmente la misma función adminislrat¡va actuac¡ón,

que ha de ser lícita, dentro de una competenc¡a de órgano actuante.

Para García Oviedo y Martínez Useros, citado por el profesor Hugo Haroldo Calderón

Morales, anal¡zan a la administración desde dos puntos de vista: "la adm¡nistración en

sentido objetivo es realización de actividades hacia un fin y como quiera que este pueda

ser de diversa índole, la discriminación del mismo producirá el siguienle resullado: si el

fin gesl¡onado es de índole privada nos hallaremos ante una act¡vidad admin¡strativa de

tal carácter, mientras que la administración públ¡ca supondrá la producción de un fin

público; s¡endo la primera extraña a la mater¡a de nuestra disciplina, ya que el contenido

de ésta gravita en torno a la actividad dirigida a la satisfacción de fines de interés

público."12

Jurídicamente, el concepto de administración pública se usa más frecuentemente en

sentido formal el cual, no denota una persona jurídica, sino un organismo que realiza

una actividad del Estado. En este sentido, si decimos 'responsabilidad de la

admin¡stración" se quiere significar que el acto o hecho de Ia administración es lo que

responsabiliza al Estado. Así pues, en realidad es el Estado la parte en juicio, a ese

título tiene Ia adminislración pública el privileg¡o de lo contencioso administrativo.

Actualmente el modelo de administración habitual es un modelo burocrático basado en

la racionalidad instrumental y en el ajuste entre objetivos y medios.

La administración posee una serie de prerrogativas que la colocan en una posición

superior a la del administrado. Entre dichos poderes deslacan:

12 Calderón [/lo¡a es, Huqo Haroldo. Derecho administrat¡vo I Pág. 6



1..$',lft-
/9!5 _:¿\

l:i !¡crfl/¡u:E¡

\¡lú/
a) La interpretación unilateral de contratos.

b) La capacidad ejecutiva de los actos administrativos (por ejemplo, el cobro de multas).

Es decir, los actos de la administración deben cumplirse, son obligatorios, yla

adm¡nistración está autorizada para imponerlos unilateralmente a los part¡culares.

c) El sometim¡ento a una jurisdicción especializada, la jurisdicción contencioso

administrativa.

2.4. clases de administrac¡ón pública

Es la forma como la administración pública despliega sus competencias para poder

conocer de determ¡nados asunlos.

2.4.1. Adm¡nistración autonóm¡ca

La adminislración autonómica es un tipo de administración territorial, es decir, que tiene

como elemento fundamental elterritorio en el que despl¡ega sus competencias.

En el caso de la administración autonómica, el territorio sobre el que despliega sus

competencias es la comunidad autónoma, lo cual hace que este tipo de administración

sea característico de España, puesto que es en ese país en donde existe ese tipo de

división.

La administración autonómica tiene un nivel de competencia muy amplio, basado en la

descentralizac¡ón del estado a través del estado de las autonomías. En cuanto al n¡vel

de competenc¡as, no son siempre las mismas, y se regulan en cada estatuto de
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algunos casos el nivel de compelencias

Hay que lener también en cuenta que la comunidad autónoma tiene su propio órgano

legislativo, y que la adm¡nistración autonóm¡ca debe comportarse ante él como

cualquier otro poder ejecutivo, respetando las normas emanadas por su parlamento

autonómico.

2.4.2. Adm¡n¡stración local

La administración local es un tipo de administración terrilorial, es decir, que tiene como

elemento fundamental el territorio en el que despliega sus competencias.

En el caso de la administrac¡ón mun¡c¡pa¡, el territorio sobre el que despliega sus

competencias es el municipio, mientras que la administración comunal, el territorio es

una comuna.

2.5. Procedim¡ento adm¡nistrat¡vo

Es el conjunto de formalidades y actos que preceden y preparan el acto administrativo,

de la misma manera que las vías de producción del acto legislativo y de la sentencia

judicial lorman sus respectivos procedimientos. El procedimiento admin¡strativo es el

cauce formal de la serie de actos en que se concreta la actuación administrativa para la

realización de un fin. El procedimiento tiene por finalidad esencial la emisión de un acto

admin¡strativo.
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De Velasco Calvo, Recaredo F. dice que "con este nombre se entiende el que se

produce en la administración a requerimiento de un particular cuando éste solicita que

se le conceda un derecho o se adopte algún acuerdo en el cual se halle interesado".l3

El aclo administrativo requiere normalmente para su formación eslar precedido por una

ser¡e de formalidades y otros actos intermedios que dan al autor del propio acto la

iluslración e informac¡ón necesar¡as para guiar su decisión al mismo tiempo que

constituyen una garantía de que la resolución se dicta, no de un modo arbitrario sino de

acuerdo con las normas legales.

Ese conjunto de formalidades y actos que preceden y preparan el acto adm¡nistrativo es

lo que const¡tuye el procedimienlo administrativo, de la misma manera que las vías de

producc¡ón del acto legislativo y de la sentenc¡a jud¡c¡al forman respectivamente el

procedimiento legislativo y el procedimienlo judicial.

2.6. Acto administrat¡vo

El objet¡vo de la adm¡nistración pública es satisfacer los intereses colectivos. En aras de

ello (a la par de otras actuaciones administrativas) dicta los denominados actos

administrativos.

Eltema del acto administrat¡vo es de suma importancia en el derecho público, dado que

el reconoc¡miento de un acto como administrat¡vo implica someterlo a un regimen

espec¡al que lo diferenc¡a de otras manifestaciones estatales. Es una materia que ha

't De Velasco Calvo, Recaredo F. Resumen de de.echo adm¡n¡stral¡vo y de ciencia de Ia
adm¡nistración. Pá9. 835
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Citando a Castillo González, Jorge l\,4ario. lndica que "el acto administrativo es una

decisión adminislrativa, una mas entre todas las que pueden tomarse en la

adm¡nistración pública".1a

En la administración pública, la toma de decisiones se manifiesla por medio de

documentos oficiales, a los cuales se les da diferentes nombres; decretos, acuerdos,

reglamentos, resoluciones, circulares, órdenes, conlratos y sentencias.

Entre los actos administrativos hay unos que consisten en la recepción de

declarac¡ones de los part¡culares o en la inscripc¡ón que hace la autoridad

administrat¡va, de personas, bienes o cualidades de unos o de otros.

2.6.1. Def¡n¡ciones de acto adm¡nistrativo

Las definiciones de acto administrat¡vo varían según dónde se ponga el énfasis, ya sea

en el órqano que lo dicta, en el contenido del mismo, o en su forma.

Obv¡ando las disputas doctrinarias se puede entender al acto administrativo como "toda

declaración unilateral de voluntad realizada en el ejercicio de la función adm¡nistrativa

que produce efectos jurídicos indiv¡duales de forma inmediata". También se puede

r4 Castillo conzález, Jorge [,4ario. ob- c¡t. Pág. 526
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órgano administrativo

Los efectos jurídicos que produce el acto adminislrat¡vo pueden ser, concretos, esto en

el caso de una resoluc¡ón administrativa que afecte a una persona por ejemplo,

resoluc¡ón donde se acepta el funcionamiento de un colegio privado; por otra parte los

efeclos pueden ser generales, esto cuando afecta a varias personas, por ejemplo, un

acuerdo gubernal¡vo de observancia general.

Por su parte Álvarez Gendín, Sabino. Dice "El acto administrativo es la declarac¡ón de

voluntad de un órgano administrativo del cual suften efectos jurídico-adminislrativos,

porque versa sobre materias o relaciones administrativas".l5

Sin embargo para el profesor R. de Velasco c¡tado por el Doctor Felipe S. Portocarrero,

propone la definición siguiente: "Acto administrat¡vo es toda declaración jurídica,

unilateral y ejecutiva, en virtud de la cual la adminislrac¡ón tiende a crear, reconocer,

modificar, o extinguir situaciones jurídicas subjetivas".l6

De lo anterior podemos resumir que en la admin¡stración pública existen hechos y actos

administral¡vos; los hechos son independientes de la voluntad del órgano administrat¡vo,

m¡entras que los actos dependen de la voluntad del órgano. A través de los órganos

adm¡nistrativos se manifiesta la voluntad administrativa de las personas jurídicas de

derecho público.

'_ Alva'ez Cerd n. SdDiro. Tratado general de derecho adm¡n¡strativo. Paq. 3'8
" ooiocarrero. celipe S. Derecho procesal adm¡n¡strat¡vo. oag. 10
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2.6.2. característ¡cas del acto admin¡strativo

1) Se trata de una declaración, por lo que quedan excluidos los actos de la

administración puramente materiales (redacción de un of¡cio, una demolición, el

asfaltado de una calle).

2) La declaración puede implicar una decisión de la administración; una constancia o

certificac¡ón de algo o incluso una mera declaración de un hecho o derecho

preexistente.

3) Ha de proceder de un sujeto de la administración con competencia para realizar

el acto.

4) Deben constituir ejercicio de la potestad administrativa y estar sujetos al derecho

admin¡strativo.

5) Los actos admlnistrativos pueden ser objeto de recurso judicial.

6) Los actos administrativos son unilaterales. Esto excluye a aquellos en cuya

formación concurren dos o más voluntades.

Para Flamenco y Cotero, citado por el profesor Hugo Haraldo Calderón Morales,

las características más importantes son:

a) "Presunción de legitimidad.

b) Ejecutoriedad - posibilidad de ejecución.

c) Revocabilidad.

d) lrretroactividad.
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e) Unilateralidad."rT

a) Presunción de legitimidad

Cuando se ha cumplido con todas las etapas del proced¡miento administrativo y los

requisitos de fondo y de forma que señale Ia ley, se produce el acto administrativo que

se presume legítimo y empieza a producir efectos jurídicos luego de su notificación,

salvo que sea ¡mpugnado por el afectado por medio de los recursos admin¡slrativos o

en la vía jud¡c¡al por medio del contencioso administrativo, el amparo y la

inconstitucionalidad.

Para Flamenco y Cotero, la presunción de legitim¡dad, "cons;ste en la suposición de que

el acto fue emitido conforme a derecho, es decir, que su em¡sión responde a las

prescripciones legales. Esa presunción de legit¡midad sólo puede hacer referencia al

acto administrativo perfecto, o sea que tenqa validez y eficacia. Si es un acto válido

pero ineficaz sólo será ejecutorio.

Los actos administrativos se presumen válidos y legít¡mos. Esto supone, para el

administrado, cumplir lo dispuesto en el acto, a la par de tener la carga de prueba en

caso de sostener la existencia de algún vicio que le cause perjuicio. Esta presunción no

se sostiene para los actos irregulares (los que poseen un vicio manifiesto). A pesar de

la presunc¡ón de legitimidad de la que gozan los actos administrativos, ésta es una

presunción iuris tantum, es decir, que admite prueba en contrario. La legitim¡dad de los

actos se puede ver afectada por las causas de nulidad de pleno derecho y de

anulabilidad.

17 
Calderón [/ora]es, Hugo Haroldo. Ob. C¡t. Pág.30
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b) La ejecutoriedad

Para Flamenco, sobre la ejecutoriedad indica: "Sobre esta característica encontramos

falta de unanimidad en el término usado por los tratadislas. Algunos aulores hablan de

"ejecutoriedad" y otros de "ejecutividad". Pero creemos que todo se reduce a

determinar la fuerza ejecutiva, la cualidad de ejecución con que nacen los actos

administrativos, diferenciándose dentro de esa fuerza o cual¡dad, la posibilidad

¡nmed¡ata de ejecuc¡ón -ejecutividad- y el hecho de que es la propia administración

qu¡en pueda llevar a cabo el conlenido del acto -ejecutoriedad-. De tal manera que este

carácter podría denominarse de "Posibilidad de Ejecución" que sería el hecho de poder

o deber llevar a la práctica la fuerza ejecutiva con que se supone nace el acto

adm¡n¡strativo. A su vez, esa "posibilidad de ejecución' se desdoblaría en dos aspectos:

la ejecutividad y la ejecutoriedad, de acuerdo con el concepto que hemos dado antes.

La ejecutividad sería la fuerza inmediata de ejecución, el hecho de que pud¡era o

debiera ex¡girse y cumplirse Ia ejecuc¡ón; m¡entras que la ejecutoriedad, sería Ia

posibilidad que tuviera la administración de hacerlo cumplir por sí misma. Aunque este

carácter sea denominado ejecutividad o ejecutoriedad, casi todos los autores eslán de

acuerdo en que ambos términos tienen significados distintos.

Sin embargo la ejecutoriedad implica: "cuando el acto administrativo llena los requisitos

de fondo y de forma que ex¡ge la ley, debe cumplirse luego de not¡ficado. La ejecución

puede ser:

1) Eiecución directa: cuando los propios órganos admin¡slrativos o las entidades

autónomas o descentralizadas del Estado, se encargan de ejecutarlo, pues el

padicular voluntariamente lo acepla en su totalidad y empieza a cumplirlo. (por

ejemplo se notifica al part¡cular una notificación por ajuste de impuestos y la multa la

paga en la caja f¡scal).
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2) E¡ecución indirecta: Que se produce cuando debe pedirse la intervención de un

órgano jurrsdicciona{ especial o prñativo (sconómico coactño) 0 común (penat),

para que coactivamente proceda a la ejecución del acto. (por ejemplo, si el particular

al que se le impone una multa no la paga, el Estado lo demanda en la vía

económico coactivo. En otros casos, lafaltade pago de una mulla administraliva

provoca la intervención a través de un juicio penal).

b) La ¡rretroact¡v¡dad

Toda norma de cualquier naturaleza ¡mpone en este pr¡ncipio, en que la ley no t¡ene

efecto retroactivo, salvo en materia penal en lo que favorezca al reo, preceptuado en el

Artículo 15 de la Constituc¡ón Politica de la República de Guatemala.

El acto administrativo es irretroact¡vo, por regla general, pero puede y aun debiera en

ciertas circunslancias, gozar de retroact¡vidad en varias situaciones, especialmente

cuando satisfaga las ingentes necesidades públicas o los fines del Estado, aún a costa

del interés particular. El acto administrativo em¡tido en esas circunstancias, nunca

podría ser atacado de ¡legít¡mo.

c) La unilateralidad

El acto adminislrativo es unilateral, pues como lo podremos expresar dentro de la

definición, siendo ésle una declarac¡ón unilaleral y concreta, se establece, que para que

la admin¡strac¡ón tome una decisión, no se requiere la voluntad del particular, sin

embargo los eJectos que el órgano administrativo tome podrán ser obieto de

impuqnación por los paniculares.
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Algunos autores no aceptan la un¡lateralidad del acto, puesto que dentro de la misma

pueden exisl¡r actos que se emilen por varios órganos, y manifiestan que en este caso

deja de existir la unilateralidad. Desde este punto de vista creo que en esle caso no

ex¡sten varias voluntades, sino la unión de varias competencias para tomar una decisión

admin¡strativa.

d) La revocabilidad

El acto administrativo reconoce una situación jurídica subjetiva a favor de un particular,

y por ello, una vez eficaz, no puede ser revocado por la adm¡nislración. Esta

irrevocabilidad es una garantía de seguridad juríd¡ca a favor del adminislrado que

asegura la esiabilidad de los derechos creados a su favor por la adm¡nistrac¡ón. Aunque

con diferencias según el ordenamiento jurídico de cada país, hay algunas situaciones

en las que se puede revocar un acto administrativo, éstas son, por ejemplo: cuando el

acto aún no fue notificado, cuando se procede a dictar un nuevo acto que es más

benef¡cioso para el particular que resullaría perjudicado con la revocación o cuando el

administrado ya conocía la existencia delvicio por el cual es revocado el acto.

La revocabilidad del acto administrativo se puede anal¡zar desde dos puntos de vista:

1) Revocación de ofic¡o: Que se manif¡esta cuando el superior jerárquico del óIgano

administrat¡vo, revoca la decisión lomada por el subordinado o el propio órgano que

toma la decisión la revoca. En este caso se encueniran plasmados dentro de la Ley

de lo Contencioso Administrativo, cuando hay error de cálculo o de hecho, si por

cualquier medio ya se le hizo saber al adm¡nistrado la decisión adminislrativa, esla

no podrá revocarse, para lo cual se estará en cuanto a los recursos adminislrativos

regulados en la ley respectiva.
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El otro caso es cuando el superior, a través de los poderes que otorga la jerarquía

revoca un acto emit¡do por el subordinado, pero en este caso hay que tomar en

cuenta que la resolución o acto adm¡nistrativo, no ha sido not¡ficado y en esle caso

no ha producido efectos jurídicos, para el particular, el acto no está perfecto.

2) La revocación a petición de parte: Este caso se da cuando la resolución

Adm¡nistrativa ha sido notificada legalmente al particular y éste hace uso de los

medios que la ley le otorga para oponerse a las resoluciones o actos adminislrativos,

por afectarle sus derechos e intereses. En este caso se trata de los recursos

administrativos o en la vía judicial.

Para algunos autores ésta es otra de las característ¡cas del acto administrativo, a la

que le denominan la impugnabilidad de los actos administrativos.

2.7. Elementos del acto adm¡nistrativo

Según Fraga, Manuel. "Los e¡ementos que constituyen el acto jurídico administrativo

son:

a) EI sujeto

b) La voluntad

c) El objeto

d) El motivo

e) El fin y

f) La forma".l8

13 Fraqa, Nlanuel. Ob. Cil, Pág.267.
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2.?.1. Et suieto

El sujeto del acto adminislrat¡vo es el órgano de la Adm¡nistración que lo realiza; en su

carácter de acto juríd¡co, el acto administrativo exige ser real¡zado por qu¡en t¡ene

aptitud legal.

Al igual que los actos de la vida civil se requ¡ere que haya capac¡dad especial para

realizarlos y cuándo se trata del poder público es necesaria la competencia del órgano

que los ejecuta.

Para efectos del presente trabajo de tesis, en concordancia con lo anteriormente

descrito, el sujeto sería, El Registro N.,lun¡cipal de Vigilantes lnformales de Automotores,

dicho registro estará a cargo de una persona investida con el poder y competencia

olorgada por el órgano público (municipalidad-Estado).

2.7.2. La voluntad

Esta voluntad debe ser lib¡emente manifestada sin vicios ni intereses individuales, las

decis¡ones deben ser tomadas en reuniones oticiales. en todo caso la manifestación de

voluntad estaría a cargo deltitular de la dependencia administrativa.

Castillo González, Jorge l\¡ario. lnd¡ca que "La declaración de voluntad es la conducta

voluntaria del funcionario público responsable de la dec¡sión que debe tomar en forma

consciente y sin presiones. Si no esluviera consciente por enfermedad o por accidente,



36

o si fuera presionado para lomar la decisión

voluntaria y adolece de invalidez".ls

/.!:ti;i;{í?.\

(:i"-*9
\ggi/

no deseada, Ia conducta deja de ser

2.7.3. El ob¡eto

El objelo es seguir y hacer exactamenle Io que dice la ley y para este trabajo, el objeto

sería proteger a la persona y a la familia, así como garantizar la vida, la libertad,

segur¡dad y paz, ya que con la creac¡ón del Reg¡stro de Cuidadores de Automolores,

estaríamos reforzando los fines enmarcados en la Constitución Política de la República

de Guatemala.

Según señala Fraga, l\4anuel. "El objeto del aclo debe ser determinado o determinable,

posible y líc¡to; la licitud supone no solo que el objeto no eslé prohibido por la ley sino

que además este expresamente autorizado por ella, salvo el caso de que la prop¡a ley

otorgue facultad discrecional a la auloridad administrat¡va para elegir y determinar el

ob;eto del acto".2o

2.7.4. El mot¡vo

Según, Fraga, l\4anuel. "El mot¡vo del acto es el antecedente que lo provoca, es

siluación legal o de hecho prev¡sta por la ley como presupuesto necesario de

actividad administrativa."21

la

la

'" Castrlo Oonualez. -orge V¿rio. Ob. Cit. Pag. 529
" Fraqa, Manue ob. cit. Pag.270
'?r Fraqa, Manue.lb¡d. Páq. 270
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Íntimamente ligado al motivo esta la motivación, que según Castillo González, Jorge

l\¡ario. La motivación es "La obligación de manifestar ias razones, considerac¡ones o

circunstancias que just¡fican el contenido de la decis¡ón".22

Los actos adm¡nistrativos deben estar justificados, deben dec¡r las razones por las

cuales se adopta. Los fundamenlos de hecho y derecho que motivan ¡a decisión. A ello

se le denom¡na lambién mot¡vación. La falta de motivación genera la nulidad del acto

administrat¡vo.

2.7.5. La finalidad

Esto es lo que se pers¡gue al tomar una dec¡sión o al aplicar una ley determinada para

lo cual el fin ha de ser de interés general , no se debe persegu¡r una f¡nalidad en

oposición con la ley, sin embargo no basta que el fin perseguido sea !ícito y de interés

general, sino que sea necesario; porque aun siendo lícilo el fin, de ¡nterés público y

dentro de la compelencia del agente, no puede perseguirse s¡no por medio de los actos

que la ley ha eslablec¡do para el efeclo.

2.7.6. La forma

Haciendo referencia a Casti¡lo González, Jorge l\4ar¡o. "Es la exteriorización material

que asume una decis¡ón administrativa, o sea la forma equivale al proced¡miento

adminislrativo que debe seguirse para tomar la decisión, o sea, el conjunto de

formalidades a que esta sujeta la toma de la decisión".23

'Casrillo Oonzález. Jorge Vario. Ob. C¡t. Pag.532
Casrillo Gonzá1e7. Jorqe l\lario. lbid. Pág.531
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Por su parte Fraga, lvlanuel. Dice que "La forma constiluye un elemento externo que

viene a integrar el acto administrativo; en ella quedan comprendidos todos los requisitos

de carácter extrínseco que la ley señale como necesarios para la expresión de la

voluntad que genera la dec¡s¡ón administraliva".2a

Todo aclo administrativo debe ser conoc¡do, para que los interesados sepan de la

existencia del mismo y puedan ejercer sus derechos. Los actos administrat¡vos se

producirán por escrito a menos que su naturaleza ex:ja o permila otra forma más

adecuada de expresión y constancia.

Para el Profesor Godínez Bolaños, cilado por Hugo Haroldo Calderón Morales, los

elementos del aclo administrativo los divide en la forma siguiente;

a) "Elementos de fondo, los cuales los subdivide en:

1) La capacidad.

2) Contenido y objeto.

3) Cláusulas accesorias.

b) Elementos de forma, los cuales los resume en la siguiente forma:

1) La conslancia o razón escrita del acto.

2) Fecha y lugar.

3) Órgano o entidad que emite el acto.

'z4 Fraga. N4anuel. ob. c¡t. Pág.271
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4) ld entificación del expediente.

5) Firmas y sellos de los responsables y

6) Constancia de notificación al interesado."25

Además dentro de los elementos del aclo administrat¡vo tenemos los sigu¡entes:

2.8. Sub¡etivos

Es Ia relac¡ón que se da entre el órgano administrativo que dicta el aclo y las personas

que se ven afectadas con por el mismo, en v¡rtud de lo cual están los sujelos activos y

pas¡vos.

2.8.1. Sujeto activo

El acto admin¡strativo solo puede ser d¡ctado por la adm¡nistración públ¡ca, pero además

debe ser el órgano competenle. Esta competencia puede ser:

a) Por razón del territorio

En virtud de la cual cada órgano admlnistrativo tiene compelenc¡a frente a sus iguales

en el territorio que se le asigne. El acto adm¡n¡strativo diclado por órgano incompetente

lerritor¡almente es nulo de pleno derecho. En el caso de las municipalidades dictan

25 Calderón l\lorales, Hugo Haroldo. Ob- C¡t. Pág. 204, 2A5
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actos adm¡nistrat¡vos que benefician o causan efectos a los hab¡tantes ún¡camente del

territorio que se administra.

b) Por razón de la materia

En virtud de la cual a cada órgano de la administración se le atribuyen competencias en

una o más materias. El acto admin¡strativo dictado por órgano ¡ncompetente por razón

de la materia es nulo de pleno derecho.

c) Por razón de la jerarquía

En virtud del cual se atribuye Ia competencia a unos órganos preferentemente respecto

de sus superiores o inferiores. El acto adm¡nistrativo dictado por órgano incompetente

por razón de la jerarquia es anulable.

Si actúa un órgano incompetente, existiría un v¡cio en este elemento y se produciría Io

. que se conoce como "exceso de poder'. También se requiere que los t¡tulares del

órgano no estén incursos en las causas de abstención y recusac¡ón previstas en la ley

para garantizar la objetividad de su actuación.

2.8.2. Suieto pas¡vo

El destinalario del acto, los hay de carácter general, que el deslinatar¡o es una

colectividad y los individuales.
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Por ejemplo pueden ser los habilantes del territorio

adm¡nistrativo por parte de Ia adminislración municipal

ún¡camente a quines de manera permanenle o transitoria

cual se ha dictado el acto adm¡nistrativo.

/.:.l:rj_la\ii*Y\a",
donde se dicta un acto

lo cual beneficia o afecta

están en el territorio para el

2.9. Efectos del acto adm¡nistrat¡vo

Los actos de las admin¡slraciones públicas sujetos al derecho administrativo se

presuponen validos y producen efectos desde la fecha que se dicten. Los efectos de un

acto pueden estar supeditados a la aprobación de un superior, a la publicación en un

diario oficial o la notificac¡ón debidamente real¡zada al interesado.

La invalidez es el género en que pueden distinguirse dos espec¡es de afectación de la

validez, a saber, la nul¡dad y la anulabil¡dad.

A manera de conclusión se puede dec¡r que la administración pública se desenvuelve

con la realización de numerosos actos de muy diversa naturaleza. El conoc¡miento del

aclo admin¡slrat¡vo es la base para el ejercicio de las garantías administrativas, a la vez

que todo acto debe basarse siempre en los princip¡os de legalidad y juridicidad.
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3. Serv¡cios públicos

Enlendemos por servicios públicos, las actividades, entidades u órganos públ¡cos o

privados con personalidad jurídica creados por la constituc¡ón o por ley, para dar

satisfacc¡ón en Jorma regular y cont¡nua a cierta categoría de necesidades de interés

general, bien en forma directa, mediante concesionario o a través de cualquier otro

medio legal con sujeción a un régimen de derecho público o privado, según

corresponda.

Los serv¡c¡os públicos en general consisten en todas aquellas actividades que realizan

los órganos administrativos para la satisfacción de las necesidades de la población y

con ello, colaborar con la realización del bien común.

Por su parte Alvarez Gendín, Sabino. Dice que el servicio público es "Una

coordinación, o conjunto de actividades jurídico-administrativas, financieras y técnicas

que organizan el Estado o las corporaciones aulárquicas, por pertenecer a su iniciativa,

encaminadas a satisfacer económicamente necesidades públicas, de una manera

regular y conlinua".26

Castillo González, Jorge lvlario. lndica que "servicio público es una aclividad pública,

privada, o públ¡ca/privada, que persigue rcalizat el bien común o interés público. El

servicio público es una act¡vidad pública o privada, o privada-públ¡ca, que busca servir a

16Alvarez Gendín, Sabino. Ob. Cit, Pág. 475
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los habilanles del Estado de Guatemala, procurando la satisfacción de sus

neces¡dades".27

En conclusión consideramos que los serv¡cios públicos son aquellos que los habilantes

de un territorio han encomendado al Estado o munic¡palidad, para el cumplimienlo de

los f¡nes primordiales establec¡dos en la Const¡tución Polít¡ca de la República de

Guatemala o sea el bien común. Servicios que en países como el nuestro consideramos

falta mucho por cumplirlos, para lo cual el Estado es el principal responsable de

garantizar dichos fines, pero s¡ este no sienta las bases para presiar'os, aún menos

posibilidades dejará a las corporaciones municipales ya que sus recursos en general

son muy lim¡tados.

Clasif¡cac¡ón de los servicios públicos

En doctr¡na exislen d¡ferentes tipos de cr¡terios para clasif¡car los servicios públicos:

Esenciales y no esenciales, nacionales, estatales y municipales.

3.1.1. Esenciales

Son aquellos que de no prestarse pondrían en pel¡gro la existencia misma del Estado,

tales como segur¡dad, educación, salud, justicia, iodos estos servic¡os se encuenlran

ínt¡mamente ligados entres si para la consecución del bien común, por lo que en ningún

momento pueden ¡nterfump¡rse, ni lampoco deben prestarse en condiciones que

pongan en riesgo la seguridad de los ciudadanos.

Casrllo Conzalez Jorge Vaflo Ob. C¡t- Pag 33-
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3.1.2. Los no esenciales

A pesar de salisfacer necesidades de inlerés general, su ex¡slenc¡a o no prestación no

pondrían en peligro la existenc'a del Estado; se ¡denlifican por exclusión de los

esenciales, por ejemplo, televisión por cable.

3.1.3, Permanentes y esporád¡cos

Esta clasificación obedece a que hay cieftos serv¡cios públicos que no pueden

interrumpirse ya que de ser así se estaría afectando los derechos fundamentales de las

personas y princ¡palmente en aquellos tales como salud, seguridad, educación, justic¡a

y por otro lado están aquellos que se prestan en virtud de una eventualidad susc¡tada.

a) Permanentes

Son los prestados de manera regular y cont¡nua para la satisfacción de neces¡dades de

interés generaltales como salud, seguridad, educación, juslicia, etcétera.

b) Los esporádicos

Su funcionam¡enlo o prestación es de carácter eventual o c¡rcunstancial para satisfacer

una necesidad colectiva transitoria, por ejemplo los servicios de albergue temporal

alimen'tación y otros que otorga el Estado ante la eventualidad de una catástrofe o
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desastre natural; por Io que la ayuda o serv¡cio dura m¡enlras ex¡sta la eventualidad

que dio origen al servicio público estatal de carácter eventual.

3.1.4. Según el ámbito territorial en el que se presten los serv¡cios públicos

a) Nacionales (salud pública)

b) Regionales (Registro General de la Propiedad)

c) Departamentales (Mantenimiento del lago de Atitlán)

d) l\4un¡cipales o locales. (Servic¡o de Transmetro)

a) Servicios públicos municipales

Los objet¡vos que persigue la administracion municipal son:

a) La prestación de servicios públicos.

b) Serv¡r de regulador de la economía med¡ante los gaslos de transferenc¡a, por

ejemplo, la asistencia y los subsidios, en la med¡da de sus posibil¡dades. El servic¡o

público municipal constituye una activ¡dad técnica, regular, continua y uniforme del

gobierno municipal, que se realiza para satisfacer una necesidad soc¡al, económica

cultural.

Para Agustín lMontaño en su obra l\ilanual de administrac¡ón mun¡cipal, establece

como características del servicio público las sigu¡entes:
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1) "La continuidad o permanencia del servicio.

2) La uniformidad en la med¡da y cal¡dad en que se proporc¡ona.

3) La naturalidad, lanto en lo que corresponde a su prop¡a naturaleza, como en su

ut¡lidad natural.

4) La economia o llajo costo del servicio.

5) La igualdad del servicio para lodos o para la mayoría, sin excluir a las personas que

no lo pagan.

6) La comodidad o facilidad para prestar el servicio con los recursos humanos,

económicos y físicos disponibles".2s

Dentro de los servicios públicos mun¡cipales se pueden mencionar:

a) Necesidades básicas

Estas necesidades deben ser cubiertas por el gob¡erno central.

'1 . Agua potable.

2. Vivienda.

3. Educación.

b) Necesidades habitacionales

'1. Planificac¡ón y zon¡ficac¡ón.

2. Reqlamentación de construcciones particulares.

'?3 N4ontaño, Agustín. Manual de adñ¡nistración mun¡c¡pal. Pá9. 37
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3. Alcantar¡llado.

4. Banquetas y pavimentos.

5. Nomenclatura de calles.

6. Reglamentación de ruidos molestos.

c) Neces¡dadessanitar¡as

1 . Limpieza.

2. Reglamentación de la contaminación ambiental.

3. Hosp¡tales, maternidades, hospicios, manicomios y guarderías infantiles.

4. Rastros.

5. l\¡ercados.

6. Panteones.

7. Lavaderos públicos.

8. Controly v¡gilanc¡a de bebidas embriagantes.

d) Neces¡dades de segur¡dad

1. Vigilancia pol¡ciaca (PMT).

2. Bomberos.

e) Neces¡dadeseconómicas

1. Licenc¡as de funcionamiento comercial.

2. Control de vendedores y artesanos ambulantes.
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3. Rótulos y anuncios.

0 Necesidades sociales, culturales y deportivas

1. Edificios públicos.

2. Obras públ¡cas.

3. Campos deportivos.

4. Parques, jardines y paseos.

5. Ampliación y ornato de vías públicas.

6. Reqlamentación de espectáculos.

3.2. Creac¡ón de los serv¡c¡os públ¡cos

La creación de los servic¡os públicos procede por disposiciones de la Constitución de la

República o por previsiones de ley o reglamento. Crear un servicio público significa que

el Estado ha decidido suministrar preslac¡ones d¡recta o indirectamenle a la

colectividad, b¡en sea que el Estado asuma Ia administración, Ia gerencia o el manejo

de una actividad para satisfacer de manera regular y continua cierta categoría de

necesidades de interés coleclivo ten¡endo la iniciativa y el control sobre esta prestación

a cargo de los particulares.

La creac¡ón de un servicio público consiste en disponer que una determ¡nada necesidad

colectiva sea sat¡sfecha con la prestación de un serv¡cio público. Para la creación de los

servicios públicos deben tomarse las prev¡siones legales peftinentes a f¡n de prever en

la Ley de Presupueslo, en leyes especiales y ordenanzas municipales, las partidas

presupuestarias necesarias para su organ¡zación y func¡onamiento ininterrumpidos.
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3.3. Competenc¡a admin¡strat¡va

Según Ia competencia que tenga el órgano admin¡strativo, así será la facultad

conocer de determ¡nados asuntos que se sometan a su conocimiento.

3.3.1. Term¡nología y concepto

Al respecto Castillo González, Jorge l\4ario, establece. "Competencia equ¡vale al

ejerc¡cio de poder y autoridad. Determinada persona individual ocupa determinado

puesto o cargo en determinada organización pública (privada puede se0, con calidad

de func¡onar¡o o empleado público, para el efecto de ejercitar "poder" y a la par ejercitar

"autoridad".2e

Gracias a Ia competencia, elfunc¡onario y empleado público realiza diversas actividades

y toma toda clase de decisiones, en nombre de la organización, nunca en nombre

prop¡o.

Aunque hay que tomar en cuenla que si bien es cierto que las dec¡s¡ones no las toma

en nombre propio, sí puede tener consecuenc¡as jurídicas en lo personal si dichas

decisiones no se ajustan a derecho o están viciadas.

A manera de contribuir con lo que debe entenderse por competencia administrat¡va,

proponemos la siguiente def¡nición: Es el conjunto de potestades y atribuciones

" Castillo González, Jorge N¡ario. ob. cii. Pág. 193
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asiqnadas por la ley a un órgano administrativo para que este preste un servicio público

y colabore con la real¡zac¡ón del bien común.

3.4. La autonomía adm¡n¡strat¡va

En virtud de la autonomía que tienen ciertos órganos admin¡strativos, estos basan sus

actuaciones en sus propios reglamentos. Derivado de esta autonomía los órganos

administrativos tienen la potestad para actuar y tomar sus propias decisiones, sin dejar

de observar estriclamente lo estabtecido en la ley, ya que los funcionarios públicos sólo

pueden hacer lo que la ley les permite.

3.4.1. Condiciones ¡urídicas de la autonomía

Desde el punto de vista jurídico, normalmenle se establece y se regula por medio de

normas jurídicas legales. Estas normas tendrán d¡stinta calegoría, constitucional o legal.

En Estados tipo Guatemala, se sugiere la norma de categoría constitucional, para el

efecto de garanl¡zar la continuidad y estabilidad de la autonomía, sin excluir la norma

con cateqoría leqal.

En el eslado de derecho, parte de la organización pública debe gozar de autonomía

admin¡strativa, siempre y cuando las condiciones políticas de reconocimiento legal,

decisión política y cultura de autonomía, sean realmente efectivas. Sin reconocimiento

legal, jurídicamente, la autonomía se declara inexistente.

La autonomía admlnistrat¡va, a su vez se divide en tres clases:
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a) Territorial

Es la aulonomía basada en el territorio, adoptando diversas formas de organizacion:

regiones, zonas, divisiones, circunscripciones o terrilorios. La principal autonomía

territorial de Guatemala, el municipio, se caracteriza por ser una organización autónoma

genuina e histórica, anterior al Estado de Guatemala. El municipio de Guatemala

procede al nac¡miento del Estado de Guatemala. La autonomía territorial se m¡ra con

desconf¡anza por la posib¡lidad de prop¡ciar un nuevo federalismo y por animar cierto

senlimiento polít¡co-separatista, escond¡do detrás de los movimientos mun¡cipalistas o

regionalistas. Vista positivamente, la autonomía territorial lucha contra los intereses

estatales cenlrales, si las aspiraciones departamentales y municipales están

insatisfechas por causa de las deficienc¡as de la admin¡slración central. Los municipios

de Guatemala, gozan de autonomía constiluc¡onal y legal, y representan el mejor

ejemplo de autonomía territorial; los departamentos se excluyen del ejemplo, por

carecer de autonomía. Sin embargo las municipalidades en Gualemala tienen

autonomía de rango constituc¡onal, lo que les permite tomar sus propias decisiones, sin

depender para esto del gobierno central.

b) lnst¡tucional

Se basa en los servicios públicos y en las funciones 1écnicas a cargo de organizaciones

autónomas, no toma en cuenta los intereses de los departamenlos y municipios, sino el

interés del servicio y de la función que debe estar a cargo del ejecutivo pero que se

traslada a la organización autónoma con la linalidad de satisfacer necesidades

económicas, sociales, cullurales. Las organizaciones que encajan en la autonomía

institucional, en Francia, se denominan establecimientos públicos y en ltalia,

instituciones paraestatales. En Guatemala pueden denominarse: establecimientos

públicos: USAC y el Banco de Guatemala.
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c) Por colaboración, fundacional o corporat¡va

Se basa en funciones administrativas propias del Estado que se trasladan a

organ¡zaciones aulónomas pr¡vadas, que trabajan con entera ¡ndependenc¡a del

Eiecutivo. Las organizaciones que encaiaren la autonomía por colaboración reciben la

denominación de establecimientos de utilidad pública. Eslos estabiecimientos

comprenden a cuanta organ¡zac¡ón privada asuma funciones adm¡nistrativas que pudo

preslar el Eslado, como es el caso de los colegios profes¡onales que

administralivamente controlan el ejercicio profesional.

Cabe resaltar que los servicios públicos en general no pueden ser discontinuos o bien

que se presten atendiendo solo a un seclor determinado ya que es obligación del

Estado velar porque estos se presten a toda la población atendiendo a las neces¡dades

de cada región. Estos serv¡cios serán prestados por cada órgano administrativo

atend¡endo a la competencia que tengan según su terr¡torio y a las cond¡ciones tales

como la aulonomía administrativa otorgada por la ley, pero siempre debe tenerse en

cuenta la realización del bien comun.
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4. Organ¡zación mun¡cipal

La organización municipal se basa princ¡palmente atend¡endo a los fines supremos del

Estado, actuando con absoluto apego a la Constitución Polít¡ca de la Fepública de

Guatemala, Código N¡unicipal y demás leyes y reglamentos que le sean aplicables a la

función y organ¡zación del gobierno municipal.

4.1. El municipio

Es una persona jurídica, en virtud que tiene un patrimonio propio, posee autonomía

para gobernarse y admin¡strar sus bienes, se iniegra por una población que habita en

un terr¡torio determinado, es la célula bás¡ca que conforma el tejido político,

adminislrativo y territorial. La sociedad es un elemenlo sustancial del municipio, es ¡a

parte d¡námica y vital del municipio; a lravés de un nexo causal entre gobierno-sociedad

se construye el consenso, dando paso a mejores tomas de decisiones de los gobiernos

mun¡cipales. Todos los municipios en Guatemala están sujetos a un gobierno

municipal, el cual es presidido por el alcalde, quien toma las decisiones para la buena

marcha de la adminislración pública municipal.

4.1.1. Antecedentes histór¡cos

"Un mun¡cipio es una entidad admin¡strativa que puede agrupar una sola local¡dad

varias, que puede hacer referencia a una ciudad, pueblo o aldea.



,/"qil',lsl, ,

(;t.**i:)
\fuJl6

El municipio está compuesto por un terrilorio claramente definido por un lérmino

municipal de límites fijados y la población que lo habita regulada jurídicamente por

instrumentos estadísticos como el padrón municipal y mecanismos que otorgan

derechos, como el avecindamiento o vecindad legal' que sólo considera vecino al

habilante que cumple determlnadas características tales como origen o anligüedad'

El municipio está regido por un órgano colegiado denominado ayuntamiento'

municipal¡dad, alcaldía o concejo, encabezado por una institución unipersonal: el

alcalde (en el Antiguo Régimen en España había un alcalde por el eslado noble y otro

por el estado llano; y en las principales ciudades un corregidor designado por el rey)

Por extensión, también Se USa el término munic¡pio para referirse aI ayuntamiento o

municipalidad en sí. En la mayoría de Estados modernos' un municipio es la división

administraliva más pequeña que posee sus prop¡os dirigentes represenlativos' elegidos

democráticamente. En algunos municipios españoles todavía funciona el régimen

medieval de gobierno, gestión y decislón por participación asamblearia denominado

concejo abierto.

En la anl¡gua Roma, un municipium (palabra latina que origina la castellana "municipio")

era una c¡udad libre que se gobernaba por sus propias leyes, aunque sus habilantes

disfrutaban de muy distintas situaciones jurídicas, pues obtenían sus derechos no por

su res¡dencia en ella, sino por la posesión de la ciudadanía romana' la condición de

libertad o esclavitud, elc.

En algunos países, las entidades equivalentes a los municipios son llamadas "comunas"

(por ejemplo, la commune francesa, el comune italiano o la kommun sueca) El término

prov¡ene de la comuna medieval (Ciudades-estado ilalianas, Ciudad lmperial Libre)" 30

30 hup://es.wil. ped a org/w h /l\/lunicipio
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El origen del mun¡c¡pio se encuentra bilurcado en tres tesis: soc¡ológica, jurídica y

ecléct¡ca que han sido estudiadas, atrayendo cada una múltiples simpatizantes y

despertando nutridos debates, a continuación se describen estas tres tesis:

a) Tesis soc¡ológica

El mun¡c¡pio es una formación natural anterior al Estado y no producto de ésle, debido

a que el creador no puede ser posterior a la creación.

b) Tesis iuríd¡ca

EI munic¡pio es una creación del Estado; antes que la ley declare al mun¡cipio como tal,

sólo existen congregaciones humanas asentadas en un territorio delerminado. El

municipio es una entidad lerr¡torial humana y jurídica creada por la ley, ya que antes de

que la ley denomine municipio a un conglomerado social, éste no exisle como

municip¡o, es simplemente un centro de población, es la ley que le da tal carácter y la

que le señala sus requisitos, asícomo su forma de ser.

c) Tesis ecléctica

El municipio es una formac¡ón natural, reconoc¡da por el Estado, armon¡za las dos tes¡s

anteriores, requiriéndose para la existencia de un mun¡cipio dos elementos esenciales,

primero tienen que existir las agrupaciones vecinales y el segundo elemento es el

reconoc¡miento como municipio por la ley.
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La tes¡s ecléctica sobre el origen del municipio, es

empírico y teórico, ya que el mun¡c¡pio al igual que

constitut¡vos esenciales que soni territorio, población

un municipio sin uno de estos elementos.
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la que posee mayor argumento

el Estado posee tres elementos

y gobierno, no se puede concebir

La sociedad humana es un elemento con mayor preponderancia, deb¡do a que es la

sociedad la que a través de su inteligencia construye al mun¡c¡pio como mecanismo

para satisfacer sus necesidades y hacer posible sus propósitos; el municipio existe por

la sociedad, con la sociedad y para beneficio de la sociedad.

4,2. Naturaleza

"El mun¡cipio es la unidad básica de la organ¡zac¡ón territorial del Estado y espacio

¡nmediato de participación c¡udadana en los asuntos públicos. Se caracteriza

primordialmente por sus relaciones permanentes de vecindad, multietn¡cidad,

pluriculturalidad y mull¡l¡ngüismo, organizado pa'a tealizx el bien común de todos los

habitantes de su distrito". La anterior descripc¡ón de lo que debe entenderse por

municipio se encuentra establecida en el Código Municipal Decreto número 12-2002 de

Guatemala.

El mun¡c¡pio nace de la necesidad de descentralizar la administración públ¡ca, de tal

manera que ésta pueda ejercer sus atribuciones de una manera eficaz, en beneficio de

los hab¡tantes.

El munic¡pio se asemeja a una empresa, ya que a medida que crece, se va haciendo

cada vez más necesario deleqar determinadas funciones, con el propósi1o de que:
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a) Se puedan tomar decisiones adecuadas al estar cerca de\ prob\ema y

b) Puedan controlar con más efectividad los resultados de éstas.

Lo mismo sucede con el munic¡pio, conforme va creciendo la población, deben

instalarse nuevas oficinas, cada vez más espec¡alizadas, a fin de sat¡sfacer las

necesidades de servicio de las personas.

Es posible que el mun¡cipio pueda y deba delegar algunas de sus activ¡dades a

empresas privadas para que presten el servicio de manera independiente y con

decis¡ones propias, pero aquel se reserva el derecho de controlar y supervisar las

activ¡dades de d¡chas empresas.

La principal característica de la descentralización cons¡sle en que el Juncionario

responsable puede tomar sus propias decisiones siempre que respete lo estipulado en

las leyes y reglamentos expedidos para normar su actuación, pero no tiene que aceptar

órdenes del qobierno central.

El municipio se ha creado para manejar los intereses colectivos de la población y por

tanto, ésta puede y debe participar en la administración de manera directa (en caso de

que una persona sea eleg¡da por votación popular para desempeñar un cargo

administrativo), o indirecta (si ejerce control y supervisión de los actos de las

auloridades municipales por medio de la opinión públ¡ca).

El munic¡pio no es un poder soberano dentro de un Estado, sino una institución

descentralizada de los servicios públ¡cos, a la que se Ie ha dado aulonomía en el área

administrat¡va.
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El municip¡o cumple con los intereses y las metas generales del gobierno central así

como los objetivos f¡nancieros de los que pueda agenc¡arse de conformidad con la ley.

Su autonomía sólo se refiere a la administración de los servicios públ¡cos que motivaron

su creac¡ón y a la admin¡stración de los bienes que forman su patrimon¡o.

Fundamentos legales del mun¡cipio

La Constitución Política de la República de Guatemala, establece, que los municipios de

la república de Guatemala son instituciones autónomas por lo que dentro de sus

funciones le corresponde:

'1) Elegir a sus propias autoridades.

2) Obtener y disponer de sus ingresos.

3) Atender los servicios públicos locales, el ordenamiento lerrjtorial de su jur¡sd¡cc¡ón y

el cumplimiento de sus fines propios.

El gobierno municipal será ejercido por un concejo el cual se integra con el alcalde, ios

sínd¡cos y concejales, eleclos directamente por sufragio un¡versal y secreto para un

período de cuatro años, pudiendo ser reelectos.

4.4. lmportancia del municipio

E¡ municipio es la pafte fundamental de la organización terr¡torial y desde su origen, se

considera una célula democrática. "Célula democrática" en cuanto se organiza a través

de elecciones en que participan núcleos fam¡l¡ares y poblac¡ones vecinales. Los
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municipios urbanos y rurales integran sistemas urbanos o rurales de manera que no se

concibe un municipio aislado de olros. La importancia del municipio radica en "la

neces¡dad de descentralizar la administración pública para que ésta, ejerza sus

atribuciones en forma efectiva, en beneficio de sus habitantes.

En esla materia cabe distinguir tres formas de organ¡zación; organización del mun;cipio,

organización del gobierno municipal y organización administraliva de cada

municipalidad.

4.5. La organización del mun¡c¡pio

Las formas de ordenamiento lerritorial de acuerdo a lo establecido en el Código

¡,4unicipal Decreto númerc 12-2002, comprende, cabecera municipal, aldea, caserío,

paraje, cantón, barrio, zona, colonia, lotificación, parcelamiento urbano o agrario

microrregión, además las formas propias de ordenamienio territorial de los pueblos

indígenas y las demás formas de ordenamienlo lerritorial definidas localmente al inlerior

del mun¡c¡pio.. Las "comarcas" creadas por el Organismo Judicial, como parte de la

legislación penal, no existe en Guatemala. Lo que existe es la comunidad,

generalmente integradas por indígenas y campesinos, aunque no en todos los

munic¡pios.

4.6. La organización del gobierno municipal

Es la misma en todos los municipios: alcalde, concejales y síndicos, correspondiendo

con exclus¡v¡dad el gobierno municipal al Concejo l\,4unicipal y vela por la integridad de
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su patrimonio, garant¡zar sus ¡ntereses con base en los valores, cultura

planteadas por los vecinos, conforme a la disponibilidad de recursos.

4.7. La organ¡zac¡ón adm¡nistrat¡va

Empero, ofrece variantes que dependen de las necesidades, recursos presupuestarios,

y proyeclos de cada gob¡erno municipal. La organización debe ser sencilla, basada en

departamentos, pero también puede ser compleja, basada en direcciones. La

organización depende de la ¡mportancia y del tamaño del municipio, sin excluir su

capacidad para generar recursos financieros.

4.8. Concepto de munic¡p¡o

La doctrina jurídica da al municipio categoría de "persona juridica" por oposición a

"persona indiv¡dual", reconociéndole atributos y ventajas der¡vadas de la personalidad

juríd¡ca. No se trata de cualquier persona jurídica, es una persona jurídica constituida

por la comun¡dad humana asentada en determinado territorio, prov¡sla de autonomía, y

s¡n embargo, dependiente de otra persona; la persona Estado. Municipio y Estado,

ambos personas jurídicas públicas, no privadas.

4.9. Elementos del mun¡cip¡o

Son aquellos que juríd¡camente determ¡nan la existencia del municipio y son los

elementos básicos siguienles:

'1"5'i?r¿-\/er' 
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4.9.1. Poblac¡ón

Está compuesta por los habitantes, vecinos y transeúntes, que de alguna manera se

as¡entan sobre un territorio determinado sujeto a una c¡rcunscripción municipal. Este es

uno de los principales elementos del Estado, ya que es para la población misma que se

busca el bienestar social.

4.9.2. Terr¡tor¡o

Es el espacio físico en donde viven los habitantes, vecinos o transeúntes, fijan su

residencia, dom¡c¡l¡o o Iugar de sus actividades económicas y de cualquier otra

naturaleza.

4.9.3- Autonomía

Es la autoridad legílima que por ser electa por los vecinos, administra el Municipio y

d¡spone de los ingresos y recursos destinados al debido cumpl¡miento de los fines

munic¡pales.

4.9.4. La comunidad organizada

Comprende todas aquellas organizaciones con fines de promover el desarrollo

económico, social, cultural, o de cualquier otra índole por ejemplo, comités de vecinos

pro mejoramiento y desarrollo comunitar¡o.
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4.9.5. La capac¡dad económ¡ca

La capac¡dad económica se va a determinar atendiendo al grado de desarrollo

económico del mun¡cip¡o, de la eficiencia en la recaudación de los tributos y el buen

manejo del qasto público.

En este sentido cabe mencionar al municipio de Guatemala, el cual por ser la capital

cuenta con un número mayor de habitantes, pero sobretodo habitantes con mayor

capacidad económica que cualquier otro municip¡o, lo que repercute en la cantidad de

los lr¡butos recaudados, sin dejar de mencionar la asignación presupuestaria que por

mandato constitucional debe hacerse anualmente a cada una de las municipalidades

para sufragar todos aquellos gastos que por si solos en muchos casos resultaría

imposible, principalmente en los municipios donde la mayorÍa de la población es de

escasos recursos económicos, lo que contribuye en el poco a nada de desarrollo

económico del municipio.

4.9.6. El ordenam¡ento juríd¡co municipal y el derecho consuetudinario del lugar

A todos los munic¡pios les ha sido otorgada la autonomía mun¡c¡pal, por mandato

const¡tucional, en virtud de lo cual cada munic¡palidad tiene la facultad de crear las

ordenanzas municipales que tiendan a la buena marcha de la adm¡nislración y por

consiguiente velar para que sus habitantes también los cumplan.

En relación al derecho consuetud¡nario, este se puede aplicar solo en defecto de ley

aplicable, siempre que no viole las normas prohib¡tivas, esto es según lo establecido en

la Ley del Organismo Jud¡cial Decrelo número 2-89.
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4.9.7. El patrimonio del municipio

El patrimonio eslá integrado por el conjunto de b¡enes corpóreos e incorpóreos con que

cuenta el municipio y que son propios de cada lugar lo que hace que cada municipio

tenga una ident¡dad.

4.'10. Fines del mun¡c¡p¡o

El mun¡cipio persigue varios fines, la doctrina jurídica enumera en Jorma concreta o

específica los siguientes f¡nes: urbanismo, recolección de basura, l¡mpieza y barrido de

calles, servic¡o de agua potable, transporte urbano, drenajes, colectores, mercados,

etcétera. Así el municipio debe cumpl¡r con satisfacer las necesidades pr¡mordia¡es de

la población.

El conjunto de fines doctrinarios sirve de fundamento para integrar un fin esencial: la

prestaclón de servicios públicos.

4.1l. Fundamento del mun¡c¡p¡o

Los munic¡pios se fundamentan en la autor¡dad municipal, autoridad proveniente de

elección l¡bre y directa de los vecinos.

Tanta ¡mportancia se atribuye a Ia elección que los juristas municipalistas afirman que s¡

no hay elecc¡ón de autoridades, jurídicamente no existe el municip¡o.
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4.12. Los munic¡p¡os en Guatemala

El municipio es la forma de organización

presta sus servicios a los habitantes.

territorial de Guatemala. medianle los cuales

4.12.1. El mun¡cip¡o como div¡s¡ón administrat¡va

De acuerdo con la Constitución Polít¡ca de la República de Guatemala de 1,985, los

municipios de la República de Guatemala, son instituciones autónomas que ejercen las

s¡guientes funciones:

a) Eligen sus prop¡as autoridades.

b) Obtienen y disponen de sus recursos.

c) Proveen los servicios públicos locales, el ordenam;ento territorial de su jurisdicción en

el cumplimiento de sus fines propios.

El municipio se organiza a través de su gobierno en el ejercic¡o de la administración

pública, para satisfacer las necesidades de la población, compensando así el pago de

sus contribuciones como gobernados.

El servicio públ¡co es una actividad técnica, d¡recta o indirecta, de la administrac¡ón

pública activa o autorizada a los pafticulares, que ha sido creada y controlada para

asegurar la satisfacción de una necesidad colectiva de interés general, sujeta a un

régimen especial de derecho público.
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CAPiTULO V

5. Elementos ¡urídicos para la creación del reg¡stro munic¡pal de vigilantes de

automotores estacionados en la vía públ¡ca.

Los e¡ementos jurídicos que sirven de fundamento para la creac¡ón del reg¡stro públ¡co

mun¡cipal objeto del presente trabajo son la autonomía munic¡pal y por consiguienle la

capacidad legal de la municipalidad de Guatemala para crear sus propias normas para

la buena marcha de la admin¡slración pública municipal.

5.1. El dominio públ¡co

Según nuestra leg¡slación los bienes entre otras clasificaciones pueden ser de uso

público común y de uso especial.

5.2. Naturaleza ¡uríd¡ca del domin¡o públ¡co

El dominio público está constituido por los bienes no susceptibles de propiedad privada

por su naturaleza. Así surge la ¡dea del dominio público natural, a la par de la existenc¡a

de un dominio público establecido por la determinación de la ley.

El dominio públ¡co está somet¡do a un régimen jurídico de derecho administrat¡vo,

dominado por el principio de la inal¡enabilidad e imprescriplib¡lidad, soportando reglas

zr..*l:s¿tw
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público sirven para la satisfacc¡ón de fines públicos.
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Los bienes de\ dominio

5.3. Criterio general

"El dominio público es el poder de regir y adm¡nistrar las cosas que por min¡slerio de la

ley estén destinados al uso de todos y cuya propiedad a nadie pertenece".31

No es del todo exacto esto, pues, las cosas públicas tienen que gozar de un titular,

sujeto de derecho públ¡co, la administrac¡ón, y además los bienes de dominio público

pueden ser de uso de lodos, o sin suceder esto perseguir un fin público, tener un

destino públ¡co. Los b¡enes de la adm¡nistración pueden ser públicos o privados, o,

mejor dicho, de dominio público.

Cabe mencionar que si bien es cierto hay bienes que son públ¡cos, pero por

características muy especiales, el Estado se reserva el derecho de limitar el acceso a

los mismos, por ejemplo podemos menc¡onar el Palacio Nacional de la Cultura y

museos nac¡onales.

Los bienes poseídos por los entes públ¡cos a título público son comprendidos bajo el

nombre de dominio público; los bienes poseídos por los entes púb¡¡cos a título privado

se califican bajo el nombre de patrimonio. Resulta muy importante tomar en cuenla esla

forma de clasificar los bienes públicos ya que así comprenderemos de mejor manera si

estamos frente b¡enes de uso público común o no común.

31 Aivarez Gendín, Sabino. Ob. C¡t. Páq- 295



7.ís. ¡r:\
/'.:.'*.".,;,}.

l+ ,--*"c.e)

E,-/
El domin¡o público es en suma una forma de prop¡edad, especial, privilegiada de los

enles públ¡cos, afectada a la utilidad pública o a un serv¡cio público, o al interés

nacional, y entre lanto no sujeto a la enajenabilidad y prescriptibil¡dad como la

propiedad privada.

Por su parte el Código Civil Decreto Ley 106 en su parte conducenle establece "Los

b¡enes son de domin¡o del poder público o de prop¡edad de los particulares... Los

bienes del dominio del poder públ¡co pertenecen al Estado o a los municipios y se

dividen en b¡enes de uso público común y de uso especial".

5.4, Bienes nacionales de uso común

1) Las Calles, parques, plazas, caminos y puentes que no sean de propiedad privada.

5.5. B¡enes nac¡onales de uso no común

2) Los que están destinados al servicio del Estado, de las municipalidades y de las

entidades estatales descentralizadas, y los demás que constituyen su patrimonio.

5.6. Bienes de uso común general

"La utilización colectiva, o uso común, es la que tiene lugar por el público en general y,

por tanto, indiscriminadamente, en forma anónima, sin necesidad de título alguno. Es el
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que puede ser ejerc¡tado por cualquier admin¡strado, sin que requiera una calificación

El uso público se sustenta, en principio, sobre un presupuesto de hecho: Determinados

bienes son susceptibles de esa utilización característica que realiza la colectiv¡dad en

su conjunto, med¡ante el aprovechamiento indiscriminado de sus miembros, en la
medida en que cada uno lo necesite. Esta exigencia constituye en algunos casos una

consecuencia del modo de ser del propio bien: el mar litoral, la atmósfera. En otros, es

producto de las necesarias obras de transformación de la realidad física, como ocurre

en el caso de las carreleras o las vías urbanas. Pero, en todo caso, el b¡en de que se

trale cubre una neces¡dad común, una necesidad sentida por todos los miembros de la

colectiv¡dad.

Teniendo en cuenta estos dos requ¡sitos, el derecho administrativo otorga a

determinados b¡enes un destino o afectación: la del uso abierto a todos, uso público. En

consecuenc¡a, este es el tipo de uso que corresponde a las vías públ¡cas terrestres

(carreteras, calles, plazas, paseos), el mar territorial y sus riberas y, asimismo, a las

riberas de los ríos y cursos de agua.

Normalmente la actividad de los pafticulares se reducirá a una actividad de circulación o

a una situac¡ón de breve estacionam¡ento; este último que actualmenle se encuentra

limitado por los parquímetros en determinadas calles y avenidas de la ciudad capilal y

peor aún l¡milado por personas inescrupulosas que de manera abusiva se apoderan del

espac¡o público, bloqueándolo con cualquier objeto y establecen alguna cuota por el

uso del estac¡onam¡ento de vehículos, cuando ¡egalmente es espacio público de uso

común limilado únicamente de acuerdo a lo establecido en leyes espec¡ales (Ley de

Tránsito).

3'?htipt/es.wikiped¡a.orq/wlki/Bienes de dor¡ño p%C3%BAblco (Espa"/.C3%B1a)



El uso común general, o régimen norma\ de las utilizaciones co\ectivas, se rtge por los

princip¡os de l¡bertad, ¡gualdad y graluidad, principios que deben respetar los actos

administrativos o disposiciones que se dicten sobre la utilizac¡ón de estos bienes a

efecto de conservar la paz c¡udadana.

5.7. Bienes de uso común espec¡al

Los pr¡ncip¡os de l¡bertad, graluidad e igualdad característicos del uso común general no

son siempre fáciles de garantizar, de ahí que en ocas¡ones deban ser restr¡ngidos, tal y

como sucede en los supueslos de usos comunes especiales.

El uso especial es lamb¡én un uso común que, sin desnaturalizar ni ¡mpedir el uso

general del dominio público por cualquiera, supone, sin embargo, que un interesado

ut¡l¡za o aprovecha más que otros determinado bien de dominio públ¡co, como

consecuencia de su especial relación o localización respecto al mismo.

La categoría del uso común especial incluye supueslos muy helerogéneos. Así

podemos hablar de un uso común especial por la especial intensidad en el uso del bien

de dominio público, intens¡dad de uso que no debe alcanzar un n¡vel que impida el uso

por parte de los demás. Para realizarlo será precisa la autorización administrativa y, en

ocasiones, se prevé asimismo el pago de una tasa en concepto de aprovechamienlo

especial,

Podemos cilar como ejemplos de este uso especial c¡eftos usos o act¡vidades

comerciales que se realizan sobre la vía pública como la venta ambulante o la

colocación de sillas y tribunas con ocasión de fiestas, desfiles.
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También los supuestos de uso especial derivados de la

cont¡güidad con la vía públ¡ca como el cruce de aceras

acceder a inmuebles próximos.

6'#"8
\l."9

situación de colindancia o

por los vehículos a fin de

Este uso común especial se mueslra especialmente en todo lo relativo a la circulación

con automóvil. En este campo, el concepto de peligrosidad ha justificado la exigencia de

una licencia o autorización espec¡al de aptitud del propio sujelo del derecho (licencia de

conducir), y otra de ausencia de defectos en los vehículos (permisos de circulación).

Otros casos de usos comunes espec¡ales se dan en la utilización colect¡va de los

museos cuando la visita se condiciona al paqo de una tasa, en materia de pesca y caza

(licencia), etc.

5.8. Bienes de uso privativo

La utilización privativa sobre bienes primariamente afeclados al uso general se

caracletlza por ser una derogación al principio de igualdad en favor de un part¡cular,

¡gualdad que es necesaria para manlener la armonía enlre la población.

El uso privativo debe ser entendido como el conjunlo de facultades de goce que, sobre

una dependencia de dominio público, posee un particular o una Administración distinta

de la propielaria del b¡en.

Así pues, el uso privativo es el constiluido por la ocupac¡ón de una porción del dominio

público, de modo que limite o excluya la utilización por los demás interesados. Así

ocurre, por ejemplo, cuando en una calle o plaza pública se autoriza la instalación de un

quiosco o bien se permite que el dueño de un bar sitúe unas mesas y sillas en la calle.
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En la medida que en estos supuestos se contraría la final¡dad primaria de la
dependencia de uso público que es el uso general, esas ut¡lizaciones privativas

constituyen un uso anormal del dominio público; si, a pesar de todo, se admiten es

porque la contrad¡cción no es grave, en cuanto sólo recae sobre una parte de la

dependencia de dominio público, y por ello el f¡n general a que el b¡en en cuestión está

afectado puede seguir cumpliéndose. En consecuenc¡a, no ha de perderse de vista el

interés general implicado en la afectación del dominio público al uso público, al que el

uso privativo ha de quedar en todo caso subordinado. Además, aunque se trate de una

activ¡dad o aprovechamiento privado ha de cumplir asim¡smo una finalidad de utilidad

soc¡al o de interés general, cuya exigencia ha de controlar la admin¡stración.

Derivado de lodo lo anterior es fácil suponer que los principios de gratuidad y libertad

propios del uso común general no se aplican a las utilizaciones privativas. Por el

contrario, la util¡zación privat¡va, tanto anormal como normal, justilica el pago de una

tasa. Asimismo, la neces¡dad de controlar la compat¡b¡lidad del uso privativo con el uso

general, al que el bien está primord¡almente afectado, expl¡ca que el derecho al uso

pr¡valivo sólo pueda nacer de un acto expreso y constitutivo de la administración, a

lravés del cual ésta valore la oportunidad y conveniencia de su otorgamiento.

Las utilizaciones privativas son diversas, según que neces¡ten o no la realizac¡ón de una

obra que suponga la transformación física de la dependenc¡a del bien de dominio

públ¡co. En el primer caso hablaremos de ocupación, en el segundo simplemente de

eslacionamientos. En cuanto al régimen de los simples estacionamientos, que

constiluyen, como se ha dicho, una ocupación privativa del dominio público en favor de

un particular, pero que no comportan la realización de ninguna obra de ¡mportancia que

origine una alteración física del b¡en (sillas y mesas de cafeterías en vía pública, carpas

de los circos, etc.), requieren una autorización o licencia administrativa para su ejercicio

y la Administración dispone de importantes facultades en lo que concierne a su

otorgamiento (discrecionalidad) y renovación, y en la fijación de las cond¡ciones que
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pueden modalizar sus contenidos, todo ello en atención a garant¡zar los intereses

generales de la conservación y circulación sobre las dependencias de uso público.

Para el presente trabajo lo que nos interesa es el dominio público de las calles o

avenidas del municipio de Guatemala, ya que como se ha expuesio anteriormente,

personas particulares se han apropiado de dichos espacios públicos, afectando con ello

el derecho de los habitantes a circular o bien ocupar los espac¡os públicos permitidos

por la ley.

5.9- Vía pública

"Dotación urbanística, constiluida por el sistema de espacios e instalac¡ones asoc¡adas,

delimitados y definldos por sus alineaciones y rasantes, y deslinados a Ia estancia,

relación, desplazamiento y transporte de la población así como al transporte de

mercancías, incluidas las plazas de aparcamiento ordinarias y las superficies cubiertas

con vegetación complemenlarias del viario.

La vía públ¡ca es de uso y dom¡nio público en todo caso y a efectos de los deberes de

cesión y urbanización,liene siempre carácter de dotación urbanística pública".33

Cabanellas, Guillermo. Al referirse a vía pública establece. "La via de comunicación

destinada a la circulación de las personas, tránsito de animales y vehículos; como calle,

plazas, caminos, carreteras y olras análogas". 3a

'1 rilpi/es.wiripeoia.orq wik N%C3%ADa O%Cg%BAb i.a
3a Cabanellas, Gu llermo. Ob. C¡t. Paq. 115
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Las vías públicas surgen como una necesidad colectiva que desborda la relación

multiprivada de infinitas servidumbres de paso, pues el dominio privado sobre toda la

suped¡cie de la t¡erra ¡mped¡ría la v¡da de relac¡ón.

Por eso las vías públ¡cas, de uso común, y propiedad colectiva o de nadie, se han

conocido por doquier, s¡n suscitar recelos ni de los indiv¡dualistas, en las poblaciones

son lan necesarias la calle (para lransitar como las casas para vivir; y no habría

agrupación de aquellas sin esa separación y unión entre las vivienda.

Entre los pueblos o poblac¡ones, las vías pÚblicas son el medio más sencillo y cómodo y

corto de trasladarse de uno a otro.

La vía pública, por serlo, por la posibilidad de que cualquiera se encuentre en ella en

todo momento, lleva a enremar la policía; tanto para seguridad de los pobladores como

para limpieza, evitar man¡festaciones verbales o de hecho contra Ia moral y el orden

establec¡do, garantizar la propiedad, elc.

Las vías públicas originan la casuíst¡ca y frondosa de la circulación de las persona en

las grandes urbes. Los derechos de manifestación se ejercen en la vía pública.

Sin embargo la l¡bertad al uso de los espacios públicos se encuentra limitado por la ley,

ya sea por normas de aplicación general para todo el territor¡o nac¡onal o bien a través

de ordenanzas municipales que regulan el uso del espacio público, por ejemplo

podemos citar, la colocac¡ón de parquímetros en el espacio público para controlar el

estacionam¡ento de los vehículos, para lo cual tendrá el usuario que pagar una cuota

determinada para el uso de los mismos.
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5.10. Antecedentes de la problemática que mot¡va la creac¡ón del reg¡strw
munic¡pal de vigilantes informalés de automotores

Cada municipio, atendiendo a las necesidades de cada población han ido

implementando nuevos sistemas de ordenamiento en el uso del espacio publico, lo que

principalmente se puede evidenciar en la c¡udad de Guatemala, donde el incremento de

la flota vehicular y por otra parte los problemas asociados con la falta de oportunidades

de las personas a optar a un empleo en la economía formal del país.

Lo antes descr¡to ha hecho que algunas personas busquen formas de subsistencia

como Io es obslaculizar el uso de los espacios públicos, con el fin de que la persona

que quiera util¡zarlo principalmente para estacionar vehículos tenga que pagar una

cuota la cual es impuesla unilateralmente por el cuidacarros; lo cual es una evidente

ilegalidad y altera las acl¡vidades normales de circulación, orden público natural y el

libre ejercicio de las actividades de los guatemaltecos.

En los úllimos años algunas personas ya sea con el fin de buscar un modo de

subsistencia o bien otras que se encuentra inmersas dentro de grupos del crimen

organizado han adoptado nuevas modal¡dades siempre relacionadas con la obstrucción

del uso del espacio públ¡co y la libre circulación.

En la actualidad ya no es solamente que impongan una cuota por el uso de

estacionamientos en la vía pública, sino que a ciertos medios de transpone se les

impone una cuola diaria, semanal, etc.; la que obligatoriamente deberán de pagar a

efecto de tener derecho a circular libremente en un sector determinado y así no ser

vict¡mas de daños a la propiedad o su integridad física.
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5.10.1. Ubicación geográf¡ca objeto de estud¡o

Esta situación se ha empeorado y actualmente tiene mayor incidencia en la ciudad de

Gualemala, lo que obviamente por el desarrollo de las regiones se irá extendiendo a

otras partes del territorio nacional.

5.10.2. Fundamentos juríd¡cos

De acuerdo a lo establecido en la Ley Contra la Delincuencia Organizada Decreto

número 21-2006 en el Artículo 11, establece lo relativo a la obstrucción extors¡va de

tránsilo, el que literalmente establece: "Quien agrupado en la delincuenc¡a organizada,

organización crim¡nal o asociación ¡lícita, en abierta provocación o de forma intimidator¡o

solic¡te u obtenga dinero u otro beneficio de conductores de cualquier medio de

transporte por permitirle circular en la vía públ¡ca, sin eslar legalmenle autorizado, será

sanc¡onado con prisión de seis a ocho años".

De acuerdo al análisis de la norma anteriormenle citada, cabe mencionar que

lamentablemente no se hace referencia a la sanción para aquellas personas que

solic¡ten u obtengan dinero u otro beneficio de conductores de cualqu¡er medio de

transporte por perm¡tirle estacionar vehículos en la vía pública; lo que claramente se

puede evidenciar que dicha situación no se encuentra regulada en ningún cuerpo legal,

por lo que en el presente trabajo se pretende proponer la regularización de d¡cha

actividad obligando a las personas que quieran dedicarse a la vigilancia de vehículos a

que llenen ciertos requis¡tos mín¡mos, se inscriban en un reg¡stro creado para el efecto

y cumplan con lodos los derechos y obligaciones que les imponga el reglamento

respectivo. Toda esta act¡vidad será superv¡sada por la municipalidad de Guatemala,

sin que esto constituya una relación laboral con la misma.

lr.itr,.ii,'d
lif *m'tC)q;v
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5.10.3. Reg¡stro munic¡pal de v¡gilantes informales de automotores

Dicho registro se propone crear con la modalidad de municipal, ya que sería ilógico

crear un registo con sedes regionales para cada munic¡pio o departamenlo, s¡n que la

real¡dad de cada lugar lo amerite, por ejemplo sería prudenie crear otro reg¡stro con la

misma v¡s¡ón y modal¡dad en Antigua Guatemala y Quetzallenango, ya que son lugares

que han mostrado ser¡a preocupac¡ón por elfenómeno de los cuidacarros.

5.11. Medios de impugnación

Para Jorge lvlario Castillo González, "Se basa en e¡ transcurso del tiempo. "La

oportunidad de impugnar" se basa en Ia notificación. La impugnación se basa en un

tiempo que inevilablemente transcurre según limites preestablecidos. Ese tiempo se

identifica como "término de impugnación" integrado por dias hábiles durante los cuales

el ¡nteresado hace valer su impugnación. La impugnación se considera "válida" si tiene

lugar dentro deltiempo estipulado. Ni antes ni después".35

Los medios de impugnación son mecanismos de defensa que la ley le otorga a los

adm¡n¡strados para que en caso de que se emitan resoluciones que se cons¡deren

injustas o ¡legales, estos se opongan solicitando así se revise nuevamente la resolución

profer¡da.

Para Gabino Fraga, c¡tado por Hugo Haroldo Calderón ¡,4orales, dice: "Constituye un

medio legal de que d¡spone el particular, afectado en sus derechos e intereses por un

aclo administrat¡vo determ;nado, para obtener en los términos legales, de la autoridad

35 Cast¡llo González, Jorge l\rar¡o- Derecho procesal adm¡n¡6trat¡vo. Pág. 611
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administrativa una revis¡ón del prop¡o acto, a fin que d¡cha autoridad lo revoque, lo anule

o lo reforme en caso de encontrar comprobada la ilegal¡dad o la inoportunidad del

Sin embargo para el Doctor Felipe S. Portocarrero establece "Recurso es pues el med¡o

de que se siryen una o varias personas para presentarse ante la autoridad competente

¡nterponiendo la acción que convin¡ere a sus intereses, para alcanzar el reconoc¡miento

de sus derechos u obtener alquna concesión o cosa".37

En nuestra leg¡slac¡ón los recursos adm¡nistral¡vos están dispersos en las diferentes

leyes de carácter administrativo, Io que para su estudio y aplicación tiende a

complicarse aún más, lo cual consideramos debiera estar unif¡cado en un solo cuerpo

legal todo lo relacionado a los recursos adm¡nistrativos. La Ley de lo Contencioso

Administrativo Decreto número 119-96 en elArtículo 17 B¡s, establece, "se exceptúa en

materia laboral y en materia tributaria la apl¡cación de los procedimienlos regulados en

la presente ley, para la substanciación de los recursos de reposición y revocatoria,

debiéndose apl¡car los procedimientos establecidos por el Código de Trabajo y por el

Código Tributario, respectivamente".

En Guatemala las ¡nstituciones de la admin¡stración pública tienen sus propios recursos,

los que se encuentran regulados en cada una de las leyes que regulan su

funcionam¡ento, y para las instituc¡ones que no los tienen, les es aplicable lo regulado

en la Ley de lo Contencioso Administrativo Decreto número 119-96, lanto en lo

re¡acionado a los recursos que deben agotarse en la vía administrativa como el

procedim¡ento jud¡c¡al en su caso.

36 Calderón f\,,lorales, Hugo Haroldo- Ob. Cit. Pág. 225
37 Portocarero, Felipe Slo¡. cit. páq. zz
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adm¡nistrativas impugnables
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5.11.1. Decis¡ones

La ún¡ca dec¡sión administrativa que se

quedando por lo tanto excluidas las

requer¡mientos.

impugna es la resolución administrativa,

providencias, d¡ctámenes, reclamos y

Para Jorge lvlario Castillo González, "ha de hacerse diferencia lo que debemos entender

por, recurso, reclamación y denuncia.

5.1 2. Recursos administrat¡vos

Con el nombre de recursos administrativos se hace referencia a los procedimientos

administral¡vos de carácter impugnatorio mediante los que los interesados o afectados

por un acto administrativo ¡nstan de Ia administración autora su revis¡ón por razones de

legal¡dad; ya sea a través del recurso de revocatoria o reposición.

El recurso admin¡strativo puede definirse como un acto con el que un sujeto legitimado

p¡de a la administración que revise una resolución admin¡strativa, o, excepc¡onalmente

un acto trámite, dentro de los plazos y con arreglo a las formalidades legalmente

establecidas.

Los recursos adminislrativos surgen como un remedio a la legal actuación de la
adm¡nistración. Son medios legales que el ordenam¡ento jurídico pone a disposic¡ón de

los particulares para lograr, a través de la impugnación, que la administración rectilique

su proceder.
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5.12.1. Recurso

Es aquel procedimienlo que formula objeciones a la decisión administrat¡va con forma

de resoluc¡ón admin¡strativa, a la cual se imputa algún defecto de forma y de fondo, con

la finalidad de corregir o elim¡nar ese defecto. Son denominados recursos, porque se

trabaja con un acto preexistente, es decir, con una materia procedimental ya decidida,

que en este caso, es un acto administralivo de efectos particulares, nunca general el

recurso administral¡vo es un acto por el que un sujeto legitimado para ello pide a la

administración que revise, revoque o reforme una resolución admin¡strativa, o

excepcionalmente un trámite, dentro de unos determinados lapsos y sigu¡endo unas

formalidades establec¡das y pertinentes al caso.

5.12.2. Reclamac¡ón

Es aquel procedimiento por el cual el particular solicita al funcionario y empleado

público que haga uso de su facultad de revocar o de modificar resoluciones emit¡das por

ellos mismos. Los recursos adminislralivos se oponen a la reclamación y donde las

leyes establecen recursos, Ia reclamación es innecesaria.

5.12.3. Denuncia

Es la declaración de conoc¡miento de algún acto, hecho u omisión de carácter

administrativo, que afecta intereses de la administración. El particular y la autoridad,

cualquiera de los dos presenta la denuncia. La denuncia del particular informa a las

autoridades sobre anomalías, vicios, faltas, trregulaúdades y delitos, que dañan o

perjudican a la adm¡nistración.
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Procede contra las resoluciones dictadas por la auloridad adm¡nistrativa que tenga

superior jerárquico dentro del ministerio o entidad descenlralizada o autónoma. Se

¡nterpondrá dentro de los cinco días s¡gu¡entes al de la notificación de la resoluc¡ón, en

memorial dirigido a quien la haya dictado.

5.'14. Recurso de repos¡ción

Se interpondrá contra las resoluciones dictadas por ¡os ministerios y contra las diciadas

por las autor¡dades administrativas superiores, indiv¡duales o colegiadas, de las

ent¡dades descentralizadas o autónomas, podrá interponerse recursos de reposición

dentro de los cinco días siguientes a la not¡ficación. El recurso se interpondrá

d¡rectamente ante la autoridad recurrida."33

En virtud de la problemática expuesta en el presente capítulo y con el fin de contr¡bu¡r a

la solución de la misma proponemos la reglamentac¡ón de dicha actividad, la cual se

describe a continuación:

5.15. Reglamento para la creación del registro mun¡cipal de vig¡lantes de

automotores estacionados en la vía pública

El siguiente reglamento fue presentado en su forma original como ¡niciat¡va de ley ante

la Asamblea Legislativa de Ia República de Costa Rica, el siete de marzo del año dos

r3 Castillo González. Jorge N4ario. Ob. C¡t. Páq. 611
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mil siete, por el diputado Guyon Holt Massey Mora, lo cual propongo ,, ,""rruy
únicamente a manera de ejempl¡ficar la forma como podría regularse la problemática de

los vigilantes de automolores en Guatemala, en virtud de lo cual le hago leves cambios

al proyecto y será el lector que pueda aunar su propio criterio.

Artículo 1.- Objeto de regulac¡ón

El presenle reglamento tiene por objetivo el establecimiento de un registro para la

acreditación de personas dedicadas a la vigilancia y cuido informal de automolores

eslacionados en las vías públicas, con el fin de garantizar el derecho a la seguridad y

propiedad de los ciudadanos que ut¡lizan lugares autorizados en ellas, para parquear

sus automotores.

Artículo 2.- Creación del reg¡stro

Créase un registro de vigilantes de automolores, cuya acl¡vidad se realiza en las vías

públicas, cuya sede será la municipal¡dad de Guatemala. Para ejercer esta actividad,

las personas interesadas deberán registrarse y acreditarse ante la oficina municipal que

se determine para el efecto, para lo cual se extenderá un gafete con un número de

reg¡stro que le ¡dentificará como persona deb¡damenle inscrita. Dicha acreditación

deberá ser renovada cada año.

Queda completamente prohibido ejercer la actividad regulada en este reglamento, sin la

debida acredilación y las personas que la ejerzan lendrán la obligac¡ón de portar e¡

gafete respectivo de manera permanente y visible.
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Las personas inleresadas en ejercer la actividad de cuido y v¡gilancia de automotores

estacionados en vías públicas, deberán presentar solicitud escrita en formulario que

proporcione la oficina municipal correspondiente, completamente llena y con los

requisitos formales que la municipalidad ¡mponga, así como original del documento de

¡dentificación y carenc¡a de antecedentes penales.

Artículo 4.- Obligac¡ones del acreditado

Para poder acreditarse como vigilante o cuidador de vehículos eslacionados en vías

públicas, en el Registro creado al efecto con el presente reglamento, el interesado

deberá cumpl¡r con las siguienles obl¡gaciones:

a) Portar, en lugar visible, el gafele que al efecto expida la oficina municipal

correspondiente, como resultado del proceso de acreditación.

b) Utilizar un chaleco de seguridad con colores fosforescenles que le identifique de

manera clara, el cual deberá tener las característ¡cas que al efecto defina la oficina

municipal y que ¡ncluya en un lugar vislble el número de registro de la acreditación,

ind¡cado en el Artículo 2 del presente reglamento.

c) Cancelar el costo de elaboración del gafete, según la lasa que al efecto cobre Ia

ofic¡na munic¡pal.
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lndicar, como parte integrante de la información del registro, exclusivamente para &.!sl.y'
efectos de localizac¡ón de las auloridades competentes, el departamento, municipio,

zona, colon¡a u otro sim¡lar, de la persona que ejercerá la actividad, con indicación

expresa de los horarios respectivos. Este requisito no genera ningún tipo de derecho

sobre las vías públ¡cas.

e) Que no haya sido condenado por del¡to doloso durante los últimos dos años.

Artículo 5.- Prohibic¡ones para el acred¡tado

La persona acreditada para ejercer la aclividad de cuido y vig¡lancia de aulomotores

estacionados en vías públicas, no podrá:

a) Portar algún tipo de arma para ejercer su activ¡dad.

b) Ejercer derecho alguno sobre la vía pública, de conform¡dad con el ordenam¡ento

jurídico, pues se trata de bienes de dominio público.

c) Patrocinar la obstrucción de entradas o salidas de inmuebles, sin

prop¡etario o poseedor del mismo, con cualquier objeto o b¡en

automotores.

d) Patrocinar la ubicación de automotores en lugares donde

estacionam¡ento, debidamente señalizados.

lmpedir u obstruir, por acción o ¡nc¡denc¡a, de cualquier forma, el uso de la vía

pública.

Colocar transitoriamente o fijar, s¡n autorización para ello, algún lipo de ¡eyenda o

propaganda relacionada con el ejercicio de su activ¡dad.

autorización del

con los mismos

se prohÍbe el

e)
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s)

h)

Ejercer la actividad en estado etílico o bajo los efectos de cualquier otra suslancia

que afecte su capac¡dad física, cognosc¡tiva y volil¡va.

Cobrar algún tipo de tarifa, fija o variable, en el ejercicio de la act¡vidad eslablecida

en el presente reglamento, que contravenga lo dispuesto en el artículo séptimo.

En caso de imponer tar¡fas de forma arb¡traria y unilateral por parte del acreditado,

éste será responsable de las sanciones correspondientes.

Artículo 6.- Suspensión de la acreditac¡ón

La persona acreditada para ejercer la actividad de cu¡do y v¡gilancia de automotores en

vías públicas, sufr¡rá la suspensión de la acreditación, cuando ¡ncumpla alguna de las

obl¡gaciones y prohibiciones establecidas en los Artículos 4 y 5 del presente

reglamento, siguiendo el procedimienlo que al efecto establezca la oficina municipal

respect¡va, que respete los principios y garantías del deb¡do proceso.

La suspensión tendrá efecto por el plazo de seis meses si se ¡ncumpliere lo eslablec¡do

en los Artículos 4 y 5, inc¡sos b), c), d), e) y f), y de doce meses si se incumpliere lo

establecido en los incisos a), S) y h) del Artículo 5. Una vez transcurrido dicho plazo y

én tanto se cumpla con los requisitos y no se v¡olenten las proh¡biciones establecidas

en esta ley, se procederá a acred¡tar nuevamente al interesado. En caso de

reincidencia la suspensión será de doce y d¡eciocho meses, respecl¡vamente.

Artículo 7.- Protección para los usuarios de automotores

Los usuarios de automotores que estacionen sus vehículos en sitios públicos, no

estarán obligados en aceptar el ofrec¡miento de vigilancia que otorguen las personas
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acreditadas, según los parámetros establecidos en el presente reglamento.

En caso de aceptar dicho ofrecimiento, esie pagará una propina voluntaria al cuidador o

vigilante, según su mejor crilerio, que nunca podrá ser eslablec¡da de antemano, por

ningún medio y que no podrá, bajo ningún concepto, tenerse como tarifa variable o fija

de n¡nqún t¡po.

Artículo 8.- Ejercicio de la actividad en otros sit¡os

Con el fin de garantizar el cumplimiento de lo establec¡do en el Aftículo 1 del presente

reglamento, los empresarios, entidades y propietar¡os de inmuebles, que tengan sitios

dest¡nados para el estacionam¡ento de automotores en donde se ejerza la activ¡dad de

la vigilancia y cuido informal de automotores, velarán por que se cump¡a con ¡a

regulaciones establecidas en este reglamento.

Arlículo 9.- Capacitac¡ón

La ofic¡na mun¡cipal respectiva, en coordinac¡ón con el l\4inisterio de Comunicaciones

lnfraestructura y Vivienda, así como otras entidades públicas, procurará desarrollar

programas de capacitación para las personas ded¡cadas a la act¡vidad de cu¡do y

v¡gilanc¡a informal de automotores en vías públ¡cas, deb¡damente acreditadas, según lo

establecido en el presente reglamento.

Dicha capac¡tación será con el fin de preparar a los vigilanles de automotores en el

aspeclo de relaciones humanas.
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La municipatrdad de Guatema{a, et Ministe((o de Comunicaciones lR{raestructura y

Vivienda y la Pol¡cía Nacional C¡vil, conjuntamente v¡gilarán el cumplimiento del

presente reglamento.

La ciudadanía podrá interponer las denuncias respect¡vas ante el l\4inisterio Público, s¡n

demérjto de los derechos judiciales que esta goza, según el ordenamjento juríd¡co de

nuestro paÍs,

Artículo I 1.- Sanc¡ones

La violación o ¡ncumplimiento de las obligaciones establecidas en esle reglamento, por

parte de las personas dedicadas al cuido y vigilancia informal de automotores en la vía

pública, será considerado desacato, según lo tipificado en el Código Penal, con todas

las consecuencias legales correspond¡entes.

TRANSITORIO l.- La munic¡palidad de Guatemala, a través de la oficina que determine

para el efecto, deberá inic¡ar el proceso de acreditac¡ón establecido en el Artículo 2 de

este reglamento, a más tardar seis meses después de su enlrada en vigencia.

TRANSITORIO ll.- Las personas ded¡cadas al cuido y vigilancia de aulomotores en vías

públicas, según lo establecido en el presente reglamento, deberán acred¡tarse en un

plazo máx¡mo de doce meses a partir de su entrada en vigencia.



89

CONCLUSIONES

/"(.r';údii;:-!,\

fi.á *-*tÉl

w7

1. La actividad que realizan actualmente los vig¡lantes ¡nformales de automotores es

absolutamente ilegal y pone en riesgo la seguridad ciudadana, especf¡camente

tanto la integr¡dad física de los usuarios como la prop¡edad privada, o sea los

automotores.

2. La N¡unicipalidad de Guatemala se ha mostrado incapaz de resolver el problema de

los cobros arbiirarios que los vigilantes informales de automotores imponen a las

personas que estacionan sus vehículos en la vía pública, aún cuando es de

conocimiento de todos que el uso del espac¡o público no tiene ninguna l¡milación,

salvo los casos establecidos en la ley, o por disposición de autoridad competente,

por ejemplo el caso de los parquímetros que es necesario pagar primero el valor

establecido y luego eslacionarse.

3. La situac¡ón actualmente está desprovista de control por parte de las autoridades,

por lo que los v¡g¡lantes de automotores eslablecen un¡lateralmente el prec¡o por el

derecho a eslaclonarse en la vía pública y en caso no se les pague la cuota

impuesta, se corre el riesgo que le ocasione daño alvehículo.

4, La forma en la que actualmente desarrollan la activ¡dad los vigilantes informales de

automotores, fomenta la delincuenc¡a, la vagancia e incluso es una fachada para el

comercio de drogas.
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problema de la c¡udad capital, sino que cada mun¡cipalidad tendrá que ir regulando

esta problemát¡ca, toda vez que con el desarrollo de zonas urbanas, trae consigo el

fenómeno de los vigilantes de automotores.
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1. La N¡unicipalidad de Guatemala debe crear un registro municipal de vig¡lantes

lnformales de automotores, con el fin de que las personas que quieran desarrollar

dicha actividad se le eslablezcan requisilos mínimos, sin que dicha actividad

constituya una relac¡ón de trabajo directa con Ia Nilunicipalidad de Guatemala,

porque de esta manera se reducirán los abusos cometidos por los cuidadores de

vehículos.

2. Que la Munic¡palidad de Guaiemala a través de su Concejo Municipal, dicte las

normas con el fin de crear el registro munic¡pal de vigilanles informales de

automotores, porque de esta forma se tendrá un control fidedigno de las personas

que ofrecen sus servicios para cuidar los vehículos eslacionados en la vía pública,

evitando así la arbitrariedad e ¡legal¡dad con la que actualmente ejercen la actividad.

En virtud que actualmenle la actividad de los vigilantes informales de automotores

no se encuentra regulada, lo cua¡ evidentemente es absolutamente ¡legal, es

necesar¡o que la l\¡unic¡palidad de Guatemala, implemente acciones inmediatas a

efecto de desalojar a d¡chos vigilantes hasta que esla situación se encuentre

completamente regulada a través de una disposic¡ón municipal ya que de no hacerlo

se estaría violentando los derechos fundamentales de los ciudadanos.
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La reglamentación de la actividad de los v¡gilantes informales de automolores que se

implemente po( la MuniciQa(idad de Guatema\a, lo cual debe se( e\ modelo a segu\r

por ¡as demás munic¡palidades debido a que conforme avanza el crecimiento de la

población, trae consigo el problema de los cuida carros y por consiguiente otros

problemas asociados que hacen daño a Ia ciudad de Guatemala; esto con el fin de

frenar el problema si es que ya se dio, o bien para preven¡rlo en aquellos municipios

que aún no afrontan esta siluación.

5. Que la N/unicipalidad de Guatemala, una vez entre en vigencia el reglamento que

regule la actividad de los vigilantes ¡nformales de automotores, vele con absoluto

apego a la ley para que el mismo se curnpla y ser muy rigurosos al momento que se

deba imponer alguna sanción, ya sea con el fin de suspenderlo o inhabilitarle para

ejercer la actividad, ya que solo así se podrán frenar los abusos que actualmente se

cometen con los usuarios del espac¡o públ¡co.



ÁtYA
l:F r¡r!r' r'iEI
\="3_-"F'¡/
\,rJjl

93

BTBLToGRAFiA

nfvnRfz Cfnoíru, Sabino. Tratado general de derecho adm¡nistrativo. Tomo
l, Casa Editorial Bosch, Urgel,51 b¡s. Barcelona.

nUÉntCO ATlLlO, Cornejo. Derecho registral. Buenos Aires, Argentina: 1,994.
Editorial Astrea.

CABANELLAS, Guillermo. Dicc¡onar¡o de derecho usual. Tomo lV 1 14. Edición
Buenos A¡res, Argentina: 1,976 Ed¡torial Heliasta S.R.L.

CASTILLO GONZALEZ, Jorge ¡,4ario. Derecho admin¡strativo. Tomo I 14 edición
Guatemala, 2003.

CASTILLO GONZALEZ, Jorge l\¡ar¡o. Derecho procesal adm¡nistrativo. Tomo ll
teoría especial, 14 edición Guatemala, 2003.

DE VELASCO CALVO, Recaredo F. Resumén de derecho administrat¡vo y de
c¡encia de la administración. Segunda Edición, Tomo ll y últ¡mo.

FRAGA, Nilanuel. Derecho admin¡strat¡vo. 41 Ed¡ción. Editorial Porrúa, Av. Repúbl¡ca
Argentina, 15 México 2001.

GARCíA CONI, Raúl R. El contenc¡oso registral. Buenos A¡res, Argeniina: 1,978
Edic¡ones Depalma.

LUCES GlL, Francisco. Derecho registral civil. Tercera Edic¡ón. Barcelona, España
Bosch, Casa Editorial, s.a.

PORTOCARRERO, Fel¡pe S. Derecho procesal administrat¡vo. Lima, Perú,
escuela Salesiana 1,943.

SHARKANSKI, lra. Administración públ¡ca, elaboración de la política en las
dependencias gubernamentales. l\,4éxico, DF. 1,977, Editores Asociados, s.a.

CARRAR Y DE TERESA, Lu¡s. Derecho notarial y derecho reg¡stral.4". Ed¡ción.
l\4exico. 1.978, Editorial Porrúa, s.a.

|\4ERKL, AdolÍo. Teoría general del derecho adm¡nistrat¡vo. Vol. Xl N/ladrid,
Ed¡torial Revista de Derecho Privado.

N¡ONTAÑO, Agustín. Manual de administración mun¡cipal. Editorial Trillas, S.A. de
C.V. Niléxico D.F.



91

VARELA, Luis. Apuntes dederecho admin¡strativo. Monievideo, lmprenta AriÍ
de Dornaleche y Reyes Editores.

Wik¡ped¡a, la encicloped¡a l¡bre. http://es.wikipedia.org/wiki/Funci%C3%83n admi
nistrativa. Consultado el nueve de julio del año dos mil doce.

W¡kipedia, la encicloped¡a l¡bre. http://es.w¡kipedia.org/wiki/l\¡unicipio. Consuttado el
doce de julio del año dos mil doce.

Wikiped¡a, la enciclopedia libre" http://es.wikipedia.org/wiki/Bienes-de dominio
p%C3% BAblico (Espao/oc3o/o B 1a). consuliado el ocho de agosto dei año dos mll
doce.

Leg¡slación:

Conslitución Política de la República de cuatemala. Asantblea Nacional
Constituyente, 1986.

Código Municipal. Decreto legislativo número 12 2002 del Congreso de la República
de Guatemala.

Ley de lo Contencioso Admin¡strat¡vo. Decreto legislativo número 1 '19 96 del
Congreso de la República de Guaiemala.

Ley Contra la Delincuencia Organizada. Decreto legislativo número 21-2006 del
Congreso de la República de cuatemala.

Ley de Tránsito. Decreto leqislatjvo 132-96
Guatemala

del Congreso de la llepública de

Reglamento de la Ley de Tráns¡to- Acuerdo Gubernativo núr1ero 273 98

CódigoC¡v¡|. Decreto Ley número 106. Del Jefe de Gobierno de la l,lepúbllca de
Guatemala. 1964.

zr"J',ñ
,:-"'- -":i^::9 jfir rlr ¡:
t':..- -..i

.t¡"* ::-' ' 
'


